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SIGLAS Y ACRÓNIMOS

ACCU: Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 

AJA: Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID 

AUC: Autodefensas Unidas de Colombia 
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Camu: Centro de Atención Médico de Urgencias
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Comfavi: Comité Civil de Víctimas de la Violencia en Córdoba 

CTI: Cuerpo Técnico de Investigación

Dane: Departamento Administrativo Nacional de Estadística

Dijin: Dirección de Investigación Criminal e Interpol, antiguas siglas: Dirección 

Central de Policía Judicial e Inteligencia

ELN: Ejército de Liberación Nacional 

EPL: Ejército Popular de Liberación 

FARC: Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

Forensis: Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses 

GAO: Grupos Armados Organizados 

ICBF: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

JAC: Juntas de Acción Comunal 

NNA: Niños, Niñas y Adolescentes

Onic: Organización Nacional Indígena de Colombia

SAT: Sistema de Alertas Tempranas

Siedco: Sistema de Información Estadístico Delincuencial, Contravencional y 

Operativo 
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Simci: Sistema de Monitoreo de Cultivos Ilícito de las Naciones Unidas 

Sijin: Seccional de Investigación Criminal

SGR: Sistema General de Regalías

SLJ: Sistema Local de Justicia 

VBG: Violencia Basada en Género 
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INTRODUCCIÓN

El Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID busca fortalecer el acceso a la justicia 

en Colombia, especialmente en las zonas de consolidación. Para alcanzar este objetivo 

se propuso el diseño, la implementación y el acompañamiento de un Sistema Local de 

Coordinación de Justicia (SLCJ) que garantizara la presencia óptima y básica de los 

operadores de justicia en todo el territorio municipal, de manera tal que a través de su 

articulación y comunicación lograra maximizar los recursos disponibles, disminuir las 

restricciones operativas y mitigar las barreras de acceso a la administración de justicia 

que afectan a las comunidades rurales y urbanas.

Dentro del marco del proyecto, se consideró de especial relevancia la realización 

de un diagnóstico y caracterización de las barreras de acceso a la justicia y las 

restricciones operativas en la región del sur de Córdoba en los municipios de 

Montelíbano, Puerto Libertador, Tierralta y San José de Uré. Para la recolección de 

información primaria, se utilizó la metodología de entrevistas semiestructuradas con 

protocolos diseñados para cada uno de los operadores de las instituciones de justicia 

formal, judicial, administrativa y comunitaria y entrevistas abiertas a funcionarios de la 

administración local y de la Unidad Administrativa de Consolidación Territorial (UACT)1. 

Además, se organizaron grupos focales para identificar en función del contexto, las 

particularidades de los conflictos y barreras de acceso a la justicia con miembros 

de comunidades urbanas y rurales de cada municipio. La metodología contempló 

igualmente el análisis de información secundaria sobre la conflictividad reportada por 

los operadores de justicia formal y comunitaria basada en datos estadísticos anuales 

de Forensis y la Policía Nacional.

La publicación está dividida en cinco capítulos: (1) un contexto general de la región 

y las características que la han convertido en un territorio altamente estratégico y 

funcional para el desarrollo de los cultivos ilícitos y toda la cadena del narcotráfico, y 

otros negocios que hacen parte de la economía criminal; una reseña de la dinámica 

del conflicto y de los diferentes actores armados organizados que hicieron y hacen 

presencia en la región. Por considerarlo de gran relevancia se realizó un análisis del 

fenómeno del paramilitarismo cuya estructura e ideología que la sustenta de acuerdo 

a las comunidades entrevistadas, analistas y operadores de justicia, aún no ha sido 

desmontada; (2) un registro de la conflictividad más reportada y los problemas 

asociados al trámite de las denuncias por los diferentes operadores y despachos 

que hacen parte del sistema local de justicia; (3) una caracterización en función 

del contexto de seis barreras de acceso a la justicia identificadas en comunidades 

urbanas y rurales. En este capítulo, la primera barrera examina el deterioro de la 

institucionalidad local provocado por los serios problemas de legitimidad y la baja 

capacidad para enfrentar la infiltración y cooptación de las autoridades locales y los 

poderes políticos por parte de los grupos armados organizados. 

1  El Decreto 2559 de diciembre de 2015, por el cual se fusiona la Agencia Nacional para la Superación de la 
Pobreza Extrema (ANSPE) y la Unidad Administrativa Especial para la Consolidación Territorial (UACT) en 
el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Prosperidad Social y se modifica su estructura.
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Otras barreras se refieren a: una justicia formal que funciona a media marcha porque 

no cuenta con las condiciones ni la capacidad para manejar y atender los niveles 

de complejidad de los conflictos y delitos. Se describen los factores que motivan la 

inconformidad con respecto al trabajo que deben cumplir los diferentes despachos, 

no solo por las restricciones en infraestructura y recurso humano, sino también por la 

falta de voluntad y disposición de sus funcionarios. Una gran impunidad en los delitos 

de alto impacto, como barrera asociada a una debilidad institucional que es visible en 

todos los municipios debido principalmente a que la investigación y judicialización, en 

un alto porcentaje, están condenadas al fracaso. Una amplia oferta de justicia paralela 

por parte de los grupos armados organizados (FARC y clan del Golfo)2 donde se 

examinan las diferencias en el ‘para qué’ y ‘el cómo’ en la forma de aplicar la justicia 

y de establecer los códigos de regulación social y las sanciones que incluyen un 

repertorio amplio de castigos. 

 Igualmente se analiza el fenómeno de la desconfianza como un obstáculo de peso 

que afecta a los operadores, funcionarios, usuarios y a la fuerza pública y que es 

generada por varios factores entre los que se destacan, un sistema de justicia en 

disposición para no responder y los riesgos de cooptación negociada o impuesta por 

amenaza a su integridad de los operadores de justicia judicial, que han terminado por 

afianzar la sospecha permanente sobre sus actuaciones. Como barrera de peso se 

analiza la no aplicación del enfoque de género por la débil e inadecuada respuesta del 

sistema de justicia para garantizar la protección de los derechos de las mujeres. Se 

describen varios elementos que impiden, a pesar de la existencia de la normativa para 

promover la igualdad efectiva de las mujeres, su aplicación y que abarcan desde el 

desconocimiento, la falta de capacidad de las instituciones para responder de manera 

integral hasta el riesgo de decisiones judiciales influidas por juicios de valor y patrones 

machistas.

El capítulo (4) contiene un análisis acerca de las principales dudas y temores 

expresados por las comunidades frente a la firma del acuerdo para la terminación 

del conflicto. Temas como: i) una posible redefinición del conflicto con otros grupos 

armados organizados en disputa por el territorio; ii) la incapacidad del Estado para la 

aplicación de medidas efectivas de protección sobre reclamantes de tierras, líderes e 

indígenas por lo que estarían expuestos a sufrir hechos víctimizantes; y iii) la dificultad 

para que el proceso pueda estar soportado en una administración de justicia eficiente 

como elemento fundamental para la construcción de paz y la recuperación de la 

confianza de los ciudadanos frente a su funcionamiento, fueron de manera reiterada 

expuestos por las comunidades entrevistadas. Finalmente, el capítulo (5) incluye 

las conclusiones más relevantes de la caracterización de las barreras de acceso a la 

justicia en función del contexto.

2 El clan Úsuga, anteriormente conocido como Los Urabeños, se conocerá de ahora en adelante como 
clan del Golfo, según el ministro de Defensa. Esta  fue medida la habría tomado el Gobierno Nacional 
para preservar el buen nombre de las personas que llevan este apellido, que según datos de la Registraduría 
superan las 20.000 y que en su mayoría están en Antioquia. (El Colombiano, 2016)
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PRESENTACIÓN
USAID

El Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID apoya en Colombia el fortalecimiento 

de un sistema de justicia más incluyente, equitativo y con mayor presencia que beneficie 

a todos los ciudadanos, en especial a las comunidades más vulnerables del país. 

Para cumplir con este objetivo, el Proyecto apoyó la construcción de un diagnóstico 

de barreras de acceso a la justicia en seis regiones del país que formaron parte del 

Plan Nacional de Consolidación y fueron focalizadas como zonas de ejecución. El 

diagnóstico y análisis realizado en Montes de María, sur de Tolima, Bajo Cauca, Norte y 

nordeste Antioqueño, La Macarena y Tumaco fue recopilado en el libro “Institucionalidad 

Socavada: justicia local, territorio y conflicto” publicado por la Fundación Ideas para la 

Paz (FIP) con el apoyo de USAID. 

El presente capítulo forma parte de este diagnóstico y se enfoca en las barreras de 

acceso a la justicia identificadas en cuatro municipios del sur de Córdoba: Montelíbano, 

Puerto Libertador, Tierralta y San José de Uré. 

La publicación recoge insumos de operadores de justicia y funcionarios de distintas 

entidades, grupos focales con miembros de las comunidades urbanas y rurales de los 

municipios, y una compilación de información reportada por la Policía Nacional y la 

publicación Forensis del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

En ella se refleja la percepción de comunidades, líderes y operadores de justicia 

sobre el papel central que desempeña la justicia en un escenario de posconflicto y 

construcción de paz. La investigación resalta la urgencia de fortalecer las capacidades 

de las instituciones que hacen parte del sistema de justicia. 

El presente documento se constituye en una herramienta útil para la definición de 

políticas públicas y construcción de estrategias derivadas de un mejor conocimiento 

del contexto local, las barreras de acceso y el análisis de la conflictividad entre las 

comunidades. Igualmente, permite contar con información para impulsar mecanismos 

de concertación y articulación nación-territorio que contribuyan en el diseño e 

implementación de políticas públicas de justicia local, así como programas que 

respondan adecuadamente a los retos identificados en el territorio. 

Dejamos a disposición de las instituciones nacionales, departamentales y municipales 

estos insumos, con el objetivo de que contribuyan en la construcción de una paz 

territorial sostenible y duradera.

Aman Djahanbani 

Director Encargado USAID/Colombia
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PRESENTACIÓN
FIP

En el departamento de Córdoba y en especial el Nudo de Paramillo, confluyen 

diversas y complejas variables que han atraído durante décadas a grupos armados 

como el EPL, las FARC, el ELN, las AUC y bandas criminales. Su accidentada geografía 

ha servido para el arraigo de cultivos ilícitos y toda la cadena del narcotráfico. No 

hay presencia del Estado y una precaria capacidad institucional local para responder 

a los desafíos de la descentralización. Se suma, un marcado control territorial de 

estos actores armados organizados a través de autoridades y poderes políticos 

funcionales a sus intereses, y una economía donde la explotación de madera y la 

minería ilegal se han convertido en negocios atractivos para financiarse.

En un escenario de posconflicto es indispensable que el Estado tenga la capacidad 

para cumplir acuerdos, pueda proveer bienes públicos y tomar decisiones en derecho 

que legitimen su presencia, con el ánimo de que estas acciones se traduzcan en 

confianza ciudadana. La garantía de satisfacción de las necesidades jurídicas en 

territorios como el sur de Córdoba es uno de los requisitos ineludibles. La inequidad 

en la justicia, que ha tenido un profundo impacto negativo en la confianza en las 

instituciones y en el fundamento de nuestro contrato social, es primordial para la 

construcción de paz.

La Fundación Ideas para la Paz (FIP), en su área de Postconflicto y Construcción 

de Paz, ha trazado una ruta de investigación en torno a la Gobernabilidad Territorial 

y, como parte de ella, sobre las barreras de acceso a la justicia en las regiones 

más afectadas por el conflicto armado. De ahí que la presente publicación busca 

aportar a una mejor comprensión de la difícil situación para acceder a la justicia en 

el sur de Córdoba, en particular en los municipios de Tierralta, Montelíbano, Puerto 

Libertador y San José de Uré. Todo esto, en el marco de nuestra contribución al 

debate público sobre las condiciones, dilemas y oportunidades que representa el 

postconflicto en Colombia, y en este caso, a la formulación de políticas públicas en 

materia de justicia local.

María Victoria Llorente

Directora Ejecutiva 

Fundación Ideas para la Paz 



11

1. CONTEXTO 

El departamento de Córdoba está situado en la parte noroccidental de Colombia 

y comprende dos grandes regiones: la primera, de tierras planas donde se localizan 

los valles de los ríos Sinú y San Jorge y concentra la mayoría de sus 30 municipios 

y la segunda, de montaña con relieves pertenecientes a las Serranías de Abibe, 

San Jerónimo y Ayapel, que son prolongaciones de la cordillera Occidental. Allí 

se encuentra el Parque Nacional Natural de Paramillo, reserva natural que posee 

bosques secos de llanura, selvas húmedas en las tierras bajas y de montaña y cimas 

como la del Paramillo del Sinú, en la culminación de la cordillera Occidental que 

alberga una de las mayores concentraciones de fauna y flora nativa (Gobernación 

de Córdoba). En la parte alta de los ríos Sinú y San Jorge, habitan 10.438 

indígenas, los de la etnia Zenú están ubicados en Puerto Libertador y Montelíbano 

y la población Embera-Katío se encuentra, en su mayoría, en Tierralta (Centro de 

Coordinación y Acción Integral, 2011, pág. 54).

La economía regional se basa principalmente en la ganadería extensiva, la 

agricultura y la explotación de madera, y el sector minero que se concentra en 

la producción de ferroníquel en Cerro Matoso (municipio de Montelíbano), la de 

carbón mineral en el municipio de Puerto Libertador y la explotación de oro. Tanto 

la explotación de madera como la minería ilegal se han convertido en negocios 

atractivos para financiar a los grupos armados organizados como las FARC y el 

clan del Golfo, antes clan Úsuga. 

El fenómeno de la minería ilegal en el departamento de Córdoba  se concentra 

en  los municipios de Ayapel, Puerto Libertador, San José de Uré y Montelíbano, 

el cual está liderado, de acuerdo con la jurisdicción, por las FARC y especialmente 

por el clan del Golfo (El Universal, 2016). Estos grupos cobran el 50% de la 

producción total de oro por el alquiler que ofrecen de maquinaria pesada, así 

mismo, un minero debe pagar por entrar la herramienta a la mina cinco millones de 

pesos y dos millones de pesos mensuales para excavar (W Radio, 2013). 

Los municipios de Puerto Libertador, Tierralta, Montelíbano y San José de Uré3 

están ubicados en el Nudo de Paramillo, región que ha sido altamente atractiva 

para los diferentes grupos armados por varias razones: i) una accidentada 

geografía que ha sido funcional para el desarrollo de los cultivos ilícitos y toda 

la cadena del narcotráfico; ii) amplios territorios sin presencia del Estado y que 

al día de hoy, les sirve como espacio de repliegue; iii) la existencia de cultivos 

ilícitos y de múltiples corredores para el narcotráfico (troncales, vías terciarias, 

variedad de ríos y salidas al mar); iv) la falta de capacidad institucional y de las 

3  El municipio de San José de Uré fue creado por ordenanza de la Asamblea Departamental en noviembre 
de 2007, segregándolo del municipio de Montelíbano. El acto de creación fue demandado por el Ministerio 
del Interior ante el Tribunal Administrativo de Córdoba por no cumplir los requisitos legales y haberse 
basado en información falsa.	
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autoridades locales para responder a los desafíos de la descentralización; y v) la 

oportunidad del control territorial a través del dominio sobre las elecciones para 

asegurar candidatos funcionales a sus intereses.

1.1.	 Presencia de grupos armados organizados

En ésta región han hecho presencia las guerrillas del EPL, las FARC, el ELN, 

además de las AUC y diferentes bandas criminales (bacrim). El EPL (Ejército Popular 

de Liberación) entra a este territorio a finales de los años 60 y alcanza una fuerte 

presencia en los municipios de Tierralta, Montelíbano, Valencia y Puerto Libertador. 

A partir de febrero de 1991, gran parte de sus miembros se desmovilizaron como 

resultado de los diálogos adelantados por el gobierno de Belisario Betancourt y 

solo hasta 1996, concluye el proceso cuando el frente Pedro León Arboleda, que es 

derrotado por las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) al mando 

de Carlos y Vicente Castaño, termina por unírseles.

Mapa 1. Contexto zonas de estudio, economías criminales y grupos armados organizados
1990 – 2016
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1.2.	 Las AUC en pasado y presente

Como se observa en el mapa, en el departamento de Córdoba las autodefensas 

tuvieron presencia en buena parte del territorio. En la región de sur de Córdoba, 

los años ochenta están marcados por la ampliación del negocio del narcotráfico y 

la formación y entrada de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá, de 

las cuales surge posteriormente el Bloque Sinú San Jorge, grupo paramilitar que 

dependía de sus principales mandos tanto políticos como militares: Carlos Castaño 

y Salvatore Mancuso, cuya presencia en la región se extendió especialmente en los 

municipios de Montelíbano, Tierralta, Puerto Libertador y Valencia. 

A finales de los noventa para darle estructura militar con mando y doctrina, 

organizar y extender los negocios del narcotráfico, maximizar las rentas, establecer 

un orden social, económico y político funcional a sus intereses y asegurar entre 

las comunidades su asentamiento, cada frente de las AUC se dividió en tres tipos 

de estructura donde la relación directa con las comunidades jugó como elemento 

central para su dominio y expansión rural y urbana: i) grupos de choque entrenados, 

capacitados y dotados de armamento y cuya misión era combatir al enemigo en 

su territorio; ii) grupos de apoyo conformados por campesinos de la zona que 

encontraron en las autodefensas una alternativa de seguridad frente a la guerrilla y 

que estaban distribuidos en las veredas, también con armamento de guerra, material 

de comunicaciones y entrenamiento de combate con el objetivo de defender las 

veredas de las incursiones de la guerrilla; y iii) grupos de base conformados por 

un resto de población civil y campesina, con instrucción sobre comunicaciones 

para prestar servicios de inteligencia de manera permanente, y que al día de hoy se 

conocen como “puntos”, “postes” o “campaneros” (Vicepresidencia de la República, 

2009, pág. 127). 

Para esta década, las autodefensas de Córdoba lograron el control militar, 

político y económico del departamento, con excepción de algunos reductos 

guerrilleros en el Nudo de Paramillo. Esta consolidación obedeció a varias razones: 

i) múltiples fuentes de financiación de los sectores ganadero, comercial y del mismo 

narcotráfico; ii) fuertes vínculos con las élites económicas y políticas de la región; iii) 

entrenamiento y disciplina eficaces; iv) absorción de guerrilleros desmovilizados del 

EPL; y v) recuperación del estatus de legalidad entre el 94 y el 97 con las llamadas 

Convivir4 - tras haberlo perdido en 1986- (Centro de Coordinación y Acción Integral, 

4  El decreto 356 de 1994 crea los servicios privados de vigilancia y seguridad entendidos como “las actividades que 
en forma remunerada o en beneficio de una organización pública o privada, desarrollan las personas naturales o 
jurídicas, tendientes a prevenir o detener perturbaciones a la seguridad y tranquilidad individual en lo relacionado 
con la vida y los bienes propios o de terceros y la fabricación, instalación, comercialización y utilización de equipos 
para vigilancia y seguridad privada, blindajes y transportes con este mismo fin”, los cuales serían regulados 
y vigilados por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, entidad que posteriormente expide la 
resolución 368 del 27 de abril de 1995 en donde, a este tipo de servicios, se les denomina Convivir. El 22 octubre de 
1997 mediante la resolución 7164 del 22 de octubre de 1997 la misma Superintendencia, suprime la denominación 
de Convivir. Obtenido de: file:///C:/Users/usuario/Downloads/Decreto%20356%20de%201994.pdf y http://
legal.legis.com.co/document?obra=legcol&document=legcol_7599204174b4f034e0430a010151f034
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2011, pág. 13). El mejoramiento de la seguridad del departamento fue liderado por 

Mancuso, quien por pertenecer a una familia reconocida de la región, tuvo todas las 

garantías para conseguir el control sobre el territorio porque ‘no había interés para 

perseguirlo’.

A los anteriores factores se sumó la aplicación de la violencia extrema por medio 

de masacres, muertes selectivas y enfrentamientos directos con la guerrilla. Como 

lo manifestaron algunas personas que vivieron la experiencia “entraron arrasando”, 

“rompiendo zona”, “matando” y “ajusticiando en cada casa” para “infundir terror y 

con ese poder, imponer su orden”, debilitar a las comunidades que “supuestamente” 

apoyaban al grupo guerrillero, y asegurar su lealtad y respaldo. 

Gráfica 1. Masacres en el sur de Córdoba 1985 – 2011

Fuente: Centro de Memoria Histórica5, 
Gráfica elaborada por el Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID

En los municipios del sur de Córdoba, entre 1985 y 2011 se registraron 32 masacres 

(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013), de las cuales 18 fueron cometidas 

por grupos paramilitares y 11 por la guerrilla de las FARC (Ver gráfica). La mayoría 

ocurrieron entre 1998 y 2001 y se concentraron en el municipio de Tierralta. 

5  No se registran masacres para los años 1987, 1991 -1997 y 2004 -2007	
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Mapa 2. Violencia extrema. Masacres 1985 - 2011

Las masacres con mayor número de víctimas se registraron en: 

El Diamante y Tobolá (Tierralta) 1998. Perpetrada por los frentes 5, 18 y 58 de las 

FARC en un intento de retoma de su poder en el Nudo de Paramillo, con un saldo 

de 20 víctimas.

Corregimiento de Saiza (Tierralta) 1999. Incursionaron 60 miembros de las AUC 

en la inspección de policía de Saiza y tras reunir a los pobladores asesinaron a 13 

personas e hirieron a dos más, quemaron doce locales comerciales y dos viviendas 

(Verdad Abierta, 2008). Obligaron a las familias del caserío a desplazarse bajo 

amenaza, quedando esta zona convertida en un pueblo fantasma, a tal punto que 

en el 2000 perdió la categoría de corregimiento (Verdad Abierta, 2013). 

Vereda Naín (Tierralta) 2000. Miembros de las AUC entraron a la finca El Guineo, 

vereda Naín y asesinaron a 11 personas por supuesta colaboración la guerrilla (El 

Tiempo, 2000). 

Zona rural de Tierralta 2001. Según las informaciones de los labriegos entregadas al 

Alcalde de Tierralta y transmitidas a las autoridades militares y de Policía en Montería, 

la masacre fue cometida por los frentes 18, 35 y 58 de las FARC, que lideraban alias El 
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Manteco y alias El Negro Tomás contra campesinos que presuntamente se dedicaban a 

sembrar y cuidar cultivos de coca que tenían los paramilitares en el Nudo del Paramillo 

(El Tiempo, 2001).

Zona urbana de San José de Uré 2008. Ocurrió en la discoteca Mi Rumba Show, 

donde fueron asesinados cinco desmovilizados del bloque Mineros de las autodefensas 

que pertenecían a la banda criminal de Los Paisas. El hecho fue perpetrado por 

supuestos integrantes de la banda de Daniel Rendón Herrera, alias Don Mario y  ocurrió 

a escasos 200 metros de las instalaciones de la Policía del municipio, sin que esta 

reaccionara oportunamente, razón por la cual  se ordenó el relevo del comandante 

de la estación de Policía, al tiempo que se  abrió un proceso disciplinario interno en 

contra del suboficial y el resto del personal uniformado acantonado allí (El Tiempo, 

2008).

En el sur de Córdoba, las AUC se asentaron en un primer momento en las 

zonas planas y luego iniciaron la acometida hacia territorio montañoso del Nudo 

de Paramillo lo que implicó una confrontación intensa con las FARC hasta su 

desmovilización, a mediados de 2005. La lucha por el control del territorio entre los 

frentes 5, 18 y 58 de las FARC y las AUC presentó de manera sostenida entre 2001 y 

2005 un incremento en los enfrentamientos, en el número de muertes y víctimas de 

desplazamiento. Para dar una idea del efecto que sobre las comunidades tuvieron 

estos combates, solo en los años 2001 y 2002 de acuerdo con cifras de la Agencia 

Presidencial para la Acción Social, en Tierralta se presentaron 5.946 desplazados en 

2001 y 3.650 más en 2002; en Valencia, 3.905 y 2.681; en Puerto Libertador 1.390 

y 2.409; y en Montelíbano, 2.408 y 2.912 respectivamente (Vicepresidencia de la 

República, 2009, pág. 140). 

De acuerdo con la fiscalía, la rápida expansión del paramilitarismo y de su poder 

militar se tradujo en un “enorme poder económico, no sólo gracias al control de 

las rutas del narcotráfico, sino porque se convirtieron en coadministradores de los 

recursos públicos. Una vez consolidado ese poder militar y económico, las AUC 

iniciaron un proyecto político para infiltrar las instancias del poder público en las 

regiones y para 2001 y 2002, se proyectaron a otras instituciones del orden nacional” 

(Verdad Abierta, 2010). Su expansión se explica también por el apoyo que recibían de 

personas poderosas, no solo del sector privado, sino incluso de algunos funcionarios 

del Gobierno que abiertamente reconocieron cierta simpatía por su acción. Estos 

actores interpretaron el paramilitarismo como una justa manifestación del derecho 

de legítima defensa (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, pág.240). 

Dentro del proceso de investigación de la parapolítica solo en el departamento de 

Córdoba más de 32 políticos, entre ellos cinco congresistas, quedaron seriamente 

comprometidos con los paramilitares, lo que se constituyó como lo analiza Gutiérrez 

Sanín, en la máxima expresión de la combinación de armas y urnas en segmentos 

de partidos políticos de derecha (Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas, 

2015, pág.58). 
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1.2.1.	 “Las AUC están ahí”

La organización de la estructura militar y de inteligencia que tuvo en la comunidad 

campesina parte de su base, va a ser determinante en la configuración de la desconfianza 

y el miedo que al día de hoy, tienen las poblaciones que deben convivir con campesinos 

que hicieron parte de las autodefensas y que luego de su desmovilización, algunos 

permanecen en el territorio. Igualmente, el fenómeno de la parapolítica cuya estructura 

e ideología que la sustenta aún no ha sido desmontada, como lo señalaron líderes y 

personas de la comunidad “siguen los mismos métodos para infiltrar los poderes 

políticos y económicos en la región”.

De igual manera operadores, funcionarios y personas de la comunidad de forma 

insistente se refirieron a la dimensión que alcanzó la cooptación e infiltración de las 

AUC en la política regional y local con la aplicación de amenazas y medios coercitivos, 

a través del control de las elecciones (clientelismo armado y financiado) y de alianzas 

con políticos, fenómeno que para los entrevistados no es muy diferente a lo que se 

presenta actualmente por la capacidad militar y de infiltración que tiene el clan del 

Golfo en el territorio. La percepción es que “el paramilitarismo no se ha ido de la 

región” así “les digan clan del Golfo” porque “después de la desmovilización, lo que 

se dio fue un cambio de mando”. Las anteriores afirmaciones las sustentan en varias 

razones: i) la permanencia en sus cargos de funcionarios desde la época paramilitar, 

que en ese momento fueron partidarios de sus acciones, los apoyaron y que hoy son 

indolentes frente a lo que calificaron algunos de los entrevistados como el “fenómeno 

neoparamilitar”; ii) la creencia de que “Don Berna sigue mandando” especialmente en 

el municipio de Valencia donde estuvo asentado con el Bloque Héroes de Tolová; iii) 

la poca garantía de transparencia en la función pública debido a “funcionarios que 

manejan una dualidad de poder: trabajan con el sector público y le hacen favores a los 

que heredaron el poder de las AUC”; iv) la existencia de una cultura del paramilitarismo 

que en ciertas zonas está muy arraigada y se identifica por expresiones como “con 

Mancuso estábamos mejor” y “las AUC contaban con mejor estructura militar y eran 

más organizadas” en comparación con el clan del Golfo. 

Para algunos analistas entrevistados, el proceso de desmovilización (enero de 

2005, Santa Fe de Ralito, Bloque Sinú – San Jorge) presentó serios problemas debido 

a que no se desmovilizaron todos los que estaban en armas y muchos de los que lo 

hicieron, no hacían parte de la organización. No se puede hablar de un real desmonte 

de las estructuras de esta organización que en la zona del sur de Córdoba, junto con 

la región de Urabá y el resto del Nudo de Paramillo conformaban el dispositivo más 

importante de las AUC por número de miembros y capacidad militar en el país. Un 

ejemplo fue el caso de Don Berna, quien le pidió a alias Fernando Pico que escogiera 

a los mejores guerreros y se los llevara para la zona de Crucito (Tierralta) para que 

siguieran con el control del negocio del narcotráfico (cultivos, cristalizaderos y el 

comercio de la coca), renovaran armamento y mantuvieran la hegemonía de Héroes 

de Tolová bajo el nombre de Los Traquetos (Verdad Abierta, 2014).
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Los reductos que no se desmovilizaron se reagruparon rápidamente y mediante 

acuerdos, amenazas, negociaciones y reclutamiento, conformaron dos grandes grupos 

antagónicos (Los Paisas-Los Rastrojos y Águilas Negras-Autodefensas Gaitanistas) 

con áreas controladas y en disputa (Verdad Abierta, 2010).

1.2.2.	 ¿En Valencia, Don Berna sigue al mando?

Don Berna crea el Bloque Héroes de Tolová en diciembre de 19986 y asume como 

su jefe máximo convirtiendo al municipio de Valencia en el centro de operaciones. En 

el 2005 se produce la desmovilización de este frente, sin embargo pese a la entrega 

de armas y la extradición de Don Berna a los Estados Unidos (2008), las comunidades 

consideran que sigue al mando en la zona, debido a: 

a)	 Presencia ininterrumpida del componente armado. De acuerdo a la Sala de 

Justicia y Paz del Tribunal Superior de Medellín, Don Berna ordenó a 40 de 

sus más cercanos combatientes de Héroes de Tolová, no entregarse en el 

acto de desmovilización del 20 de junio de 2005, para conformar una nueva 

organización denominada Los Traquetos, como se señaló anteriormente, y 

con ello, conservar el control del negocio del narcotráfico del sur de Córdoba 

y Urabá, el cual hoy está en cabeza del clan del Golfo. 

b)	 Intereses en propiedades rurales y urbanas en el municipio. En el marco de 

Justicia y Paz, el Bloque Héroes de Tolová entregó una cantidad significativa 

de bienes para la reparación de sus víctimas. Entre 1997 y 2010, en el contexto 

de una violenta intervención (Verdad Abierta, 2014) en la zona se produjo el 

desplazamiento de 19.000 personas y en este escenario de oportunidad, se 

presentó la compra de predios y procesos de testaferrato (Verdad Abierta, 

2013) con el objetivo de extender su dominio territorial, contar con facilidad 

de movilidad de la tropa y mantener el control sobre los cultivos y el tráfico de 

drogas. Por esta razón, actualmente la Fiscalía General de la Nación investiga 

la condición de 12 predios ubicados en zona rural de Valencia, para determinar 

si procede con la solicitud de medidas cautelares o medidas de extinción de 

dominio, como en el caso de la finca ‘Alejandría’, la cual se encontraba en 

manos de personas vinculadas a Don Berna (Verdad Abierta, 2015). 

	 La compra masiva de tierras por debajo de su valor comercial, asociada a la 

dinámica de despojo y abandono por el desplazamiento, es un fenómeno que 

actualmente presenta un número importante de solicitudes (569) que aunque 

la sentencia sea favorable, las víctimas no tienen posibilidad alguna de retorno 

por las condiciones de inseguridad y riesgo. Como es el caso de la Hacienda 

‘Las Tangas’ con 2.100 hectáreas de los hermanos Castaño, propiedad por 

la que se profirió sentencia de restitución para que 23 familias recibieran 170 

6   Este bloque tiene sus antecedentes en 1994 con un pequeño grupo denominado ‘Los paracos de 
Fernando Obagui’ que luego pasa a manos de Oscar Zapata y posteriormente a alias Don Berna ya como 
Héroes de Tolová. Fiscalía 13 Unidad Nacional de Justicia y Paz. (Fiscalía General de la Nación, 2015)
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hectáreas, sin embargo al 2014 no se había completado su retorno. El fenómeno 

se complejiza por la imposibilidad de desarrollar actividades de defensa de los 

derechos humanos por parte de líderes de la comunidad, como en la época de 

las AUC. En este sentido se resaltan los casos de Ever Cordero y Ermes Enrique 

Vidal integrantes de la mesa municipal de víctimas y Gildardo Padilla, líder de 

tierras que fueron asesinados, porque en Valencia, el reclamo tiene lápida. 

c)	 Valencia, república independiente. El municipio de Valencia es identificado 

como “cuna de los amigos que sabemos (AUC)” y república independiente 

por operadores y comunidad, tal condición se le atribuye por varias razones: 

i) presencia hegemónica del clan del Golfo; ii) no hay autoridad local que se 

pueda salir de sus “parámetros” todos deben “caminar a su ritmo”; iii) no se 

paga extorsión, sino impuesto a la seguridad; y iv) es un centro de acopio, 

procesamiento y embarque y como en la época de las AUC de retaguardia y 

núcleo principal del clan del Golfo, que tiene presencia con arraigo extendido 

en familias y asociado a la dinámica histórica del conflicto armado local; donde 

hay núcleos familiares en los cuales el abuelo hizo parte del EPL, el padre de 

las AUC y el hijo actualmente es miembro del clan del Golfo.

1.3.	 FARC, presencia sostenida 

Entre 1967 y 1984, diferentes guerrillas EPL, ELN y FARC ingresaron y se instalaron en 

el Nudo de Paramillo y la región de Urabá, siendo las FARC las que han mantenido una 

presencia históricamente consolidada y dominante, conseguida por enfrentamientos 

con los diferentes GAO que quisieron disputarle el control y dominio sobre los recursos 

de los negocios ilegales y sus tierras, y donde la población civil fue convertida en 

víctima de la violencia extrema.

La desmovilización a finales de la década de los 90 del EPL, le permitió a las 

FARC tomar el territorio ‘cedido’ por este grupo y expandirse en la región del sur de 

Córdoba por medio de combates con las AUC desde finales de los 90 hasta el 2005 

fecha de su desmovilización, siendo particularmente violentos los años 2001 y 2002 

donde se presentaron cuatro enfrentamientos de especial relevancia por el incontable 

número de víctimas y desplazados, y en los cuales las FARC perdieron el control de 

amplias zonas de Montelíbano, Puerto Libertador y Tierradentro (Vicepresidencia de la 

República, 2009, pág. 140). Luego de la desmovilización de las AUC, se conformaron las 

Autodefensas Gaitanistas de Colombia, conocidas actualmente como el clan del Golfo, 

con quienes las FARC se enfrentaron y posteriormente, en 2012, acordaron alianzas de 

dominio jurisdiccional alrededor del negocio del narcotráfico (cultivo, procesamiento 

y comercialización) y la extorsión. 

Las FARC tienen presencia con el Frente 5, que estuvo comandado por Luis Carlos 

Durango alias Jacobo Arango quien murió en 2013 en el cañón del río La Esmeralda 

en un bombardeo de la fuerza pública, en el municipio de Tierralta y con el Frente 

58 en los municipios de Tierralta, Montelíbano y en San José de Uré comandado por 

Jhoverman Sánchez, alias ‘El Manteco’ (Fundación Ideas para la Paz, 2014, pág. 2).
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Para los diferentes operadores y líderes del sur de Córdoba, la consolidación 

de las FARC en el territorio se debe a que le ofrece condiciones funcionales para 

la extensión y ampliación de su control sobre población y la economía criminal: i) 

zona estratégica que comunica con dos departamentos Antioquia y Córdoba; ii) vías 

terciarias sin control alguno de la fuerza pública que les permite movilizar la droga sin 

tener que salir a la vía principal; iii) amplia capacidad de vigilancia y control sobre el 

territorio a través de numerosos “puntos”, “postes” o “campaneros”, frente a la baja 

competencia que tiene la fuerza pública y autoridades locales para cumplir con estas 

labores; iv) campesinos cultivadores que no quieren meterse “con lo de sustitución 
de cultivos”, porque creen que aceptar el beneficio que el gobierno les ofrece es 

“declararse enemigo de ellos o infiltrado” y dejar un ingreso asegurado con recursos, 

protección y compra; v) una población acostumbrada a vivir con miedo, por lo que 

“ellos mandan y toda orden se cumple”; y vi) debilidad institucional que incrementa la 

oportunidad y el riesgo de infiltración y corrupción de la fuerza pública y autoridades 

locales, como se describe más adelante.

Para varios líderes y funcionarios frente al clan del Golfo las FARC tienen “más fuerza 
de arrastre e influencia -por las buenas- en la comunidad y en las organizaciones de 
base como las JAC y las asociaciones campesinas”, producto del apoyo a iniciativas y 

de un trabajo político que de cara al postconflicto han intensificado. Contrariamente, 

perciben a las bacrim como “más mortales”, porque en los territorios de su influencia 

existe “más riesgo y mayor opresión” y tienen más capacidad de presión e infiltración 
sobre la administración local”.

1.4.	 Bacrim: “más mortales” 

Las bandas criminales han hecho presencia a través de Los Paisas, Los Rastrojos 

y ahora con el clan del Golfo. Cuando las personas de la comunidad se refieren a la 

transición de las AUC a las bacrim como solo un cambio de mando, en parte tienen 

razón, debido a que el clan del Golfo, que es considerado como la banda criminal 

o grupo neoparamilitar más grande y mejor organizado del país, se conformó con 

varias organizaciones ilegales entre las cuales se encontraban las Águilas negras y las 

Autodefensas Gaitanistas de Colombia donde su jefe (Dairo Úsuga u Otoniel) venía 

de las filas de la organización de Daniel Rendón Herrera o Don Mario, y de Vicente 

Castaño. 

En efecto, es claro que existe una relación entre los grupos paramilitares y las 

bacrim, sin embargo para una parte importante de las personas consultadas se trata 

solo de paramilitares porque: i) operan en los mismos territorios; ii) es un grupo 

armado organizado con un orden de mando y estructura militar; iii) tienen capacidad 

para cooptar a la fuerza pública, funcionarios y administraciones locales; iv) influyen 

en la financiación de campañas para cargos de elección popular para garantizar 

la seguridad de sus actividades ilegales; y v) están interesadas en la propiedad de 

la tierra y en frenar los procesos de restitución, con la amenaza y asesinato de 

líderes. La prueba más reciente es un panfleto que estaba circulando en Tierralta 
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con una lista de 32 personas señaladas como objetivo militar por su liderazgo en 

el tema, de las cuales ya habían ejecutado a dos7. El único elemento diferenciador 

que le asignan (al clan del Golfo) es que no tiene el carácter contrainsurgente de 

las AUC, por el contrario dominan y controlan gran parte del territorio en alianza 

con las FARC, donde se lo han dividido por zonas de acuerdo a sus intereses en los 

negocios criminales.

1.4.1.	 Una alta incidencia sobre la comunidad 

Merece especial atención la gran capacidad de amedrentamiento que tiene el 

clan del Golfo sobre la población. Una prueba la constituye el reciente paro armado 

realizado por esta bacrim que paralizó las actividades de comercio y el tránsito en 

varios departamentos, y revivió el temor en sus habitantes sobre las experiencias del 

pasado con los paramilitares, de los bloques al mando de Mancuso, Castaño y Don 

Berna, por su franco afán de visibilizar el poder que tienen. Ellos dicen “mañana hay 

paro y ¿quién abre?” y luego envían unos panfletos “donde dan las gracias por apoyar 

la orden de paro”. Es interesante cómo de manera reiterada funcionarios, operadores 

y comunidad al considerar el clan del Golfo como una continuación de las AUC, lo 

hacen para señalar la capacidad y el alcance que tiene de controlar el territorio e 

infiltrar la institucionalidad. 

En la zona urbana de los municipios objeto del estudio, para asegurar su crecimiento 

y consolidación en los barrios (especialmente los de invasión), realizan un censo casa 

por casa para el registro de los habitantes y de manera abierta, los invitan a reuniones 

donde les informan “aquí vamos a hacer esto y este muchacho de la organización va 

a cumplir con las funciones de campanero e informante”. Lo anterior se ha convertido 

en un factor de riesgo de reclutamiento ‘voluntario’ de jóvenes que ven en esta 

organización criminal, una oportunidad de empleo que de acuerdo a las personas 

consultadas, es distorsionada porque minimiza el alcance y las consecuencias de las 

actividades delictivas que deben cumplir al vincularlos con “los negocios criminales”; el 

problema es que el menor ve a su amigo “bien vestido, con plata y un arma y el también 

se va”, el ejemplo es directo y tiene un alto efecto de seducción. El reclutamiento 

‘voluntario’ les permite además en el corto y mediano plazo, contar con una amplia 

base social en la comunidad por el desarrollo de relaciones de parentesco entre sus 

miembros con la población local, lo que les sirve de red de apoyo y protección.

7  Este panfleto fue mencionado por varios operadores de justicia de la zona. Sin embargo, no se encontraron 
evidencias, en el territorio ni en prensa, que refieran este hecho en particular donde son amenazadas por 
nombre propio 32 personas en Tierralta. Cabe destacar que la amenaza por medio de panfletos,  ha sido 
una estrategia recurrente como lo refieren fuentes de prensa,  donde amedrentan  por este medio a líderes 
de víctimas y tierras, especialmente. Se conoce el caso de la amenaza a 24 personas del municipio de 
Montelíbano en 2014 en el corregimiento de Tierradentro, que fueron señaladas por los GAO como traidoras 
y favorecedoras de las FARC, en http://viva.org.co/cajavirtual/svc0364/articulo03.html y http://www.
pacocol.org/index.php/noticias/11211-paramilitares-amenazan-a-lideres-campesinos-de-cordoba
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1.4.2.	 En alianza: acuerdos frágiles de mutuo beneficio 

El fin primordial del clan del Golfo en los municipios donde tiene presencia, es la 

ampliación y extensión de la economía criminal y en esa medida, el sur de Córdoba le 

ofrece un contexto funcional para poder cumplir con ese objetivo. Desde el 2011 están 

en alianza con los frentes 5,  18 y 58 de las FARC para las actividades relacionadas 

con la siembra, procesamiento y comercialización de la droga y el abastecimiento 

de armamento bajo un esquema de división administrativa del territorio que incluye 

además, la extorsión y la aplicación de la justicia paralela. De acuerdo a operadores 

judiciales, la función de las FARC llega hasta conseguir la pasta base que es vendida 

al clan del Golfo quienes la procesan en laboratorios ubicados cerca de la cabecera 

y luego la sacan y comercializan por diferentes corredores. 

Los acuerdos de mutuo beneficio han derivado en un incremento significativo de 

las operaciones criminales incluyendo la vacuna extorsiva cobrada a campesinos, 

ganaderos, comerciantes y empresarios. Tal situación difiere sustancialmente 

de las relaciones entre paramilitares y guerrilla quienes protagonizaron violentos 

enfrentamientos entre 1997 y 2001 que dejaron como resultado una escalada en 

las violaciones a los derechos humanos de los pobladores del Nudo de Paramillo 

(Fundación Ideas para la Paz, 2014, pág. 4).

1.4.3.	 Normas de cumplimiento para el control sobre los 	
acuerdos 

Verdad Abierta tuvo acceso al documento de septiembre de 2013 que contiene la 

relatoría del encuentro que sostuvieron los frentes 5, 18 y 58 de las FARC, que operan 

en las regiones de Antioquia y Córdoba, para organizar el funcionamiento del área 

del Nudo de Paramillo. Los jefes establecieron en dicha reunión, que los acuerdos a 

los que se llegara con “los bandidos” se debían respetar e imponer su cumplimiento. 

Además, la alianza debía estar sustentada en normas que determinaban la relación 

con el clan del Golfo: “no comprometernos con nada que no podamos cumplir, 

no permitir su presencia en áreas de control nuestro, comprometerlos a que nos 

suministren información […] material de guerra, abrirnos paso en las zonas que 

tenemos por recuperar, pagar el impuesto por las propiedades y parar la compra 

de tierras en áreas de nuestro manejo” (Verdad Abierta, 2015). Es interesante cómo 

las condiciones están centradas en garantizar no solo las fronteras de influencia, 

actividades y obligaciones con la división de la jurisdicción territorial, sino también 

de manera importante, en el control sobre el tema de la propiedad de la tierra, al 

establecer la prohibición de comprar predios en las zonas donde tienen presencia 

hegemónica, lo que podría estar relacionado con: i) la ampliación del predominio 

sobre áreas ubicadas en sus corredores estratégicos con la recuperación de tierras; 

ii) una estrategia de protección a los pequeños propietarios y poseedores; y iii) 

un fenómeno que buscaría garantizar condiciones de seguridad de los futuros 
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desmovilizados que se vayan a asentar en ese territorio y asegurar por esta vía, 

que no se pierda la propiedad de la tierra que está en cabeza de familias farianas o 

simpatizantes de su causa. 

En términos del conflicto, actualmente tanto las FARC como el clan del Golfo 

tienen claro que la alianza está orientada a fortalecer sus intereses y ganar 

competitividad, para los primeros en los cultivos y producción de la base de coca,  

para el segundo, con los cristalizaderos (ubicados ahora más cerca de la cabecera), 

el aseguramiento de los corredores para sacar y comercializar la droga, el manejo y 

regulación el mercado del negocio del microtráfico para el consumo doméstico de 

cocaína y bazuco, y de manera reglada para compartir el negocio de la extorsión y 

aplicar los códigos de regulación social y la justicia paralela.

1.5.	 Dinámica cultivos ilícitos 

Fuente: Observatorio de Drogas de Colombia con datos Simci, 
Gráfica elaborada por el Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID

Como se puede observar en la gráfica, entre el 2007 y 2009 se presentó un 

aumento sostenido y concentrado de manera significativa en Tierralta hasta el 

2010, donde pasa en el periodo analizado, de 414 hectáreas a 2.474 lo que revela un 

incremento del 497 % en el número de hectáreas cultivadas. Le siguen Montelíbano y 

Puerto Libertador, este último con un comportamiento un poco atípico por las fuertes 

variaciones que presenta año a año hasta 20108. En general, el fenómeno en todos 

8   Otro punto a destacar es la disparidad de cifras entre el número de hectáreas sembradas y las erradicadas 
manualmente. En el caso de Puerto Libertador llama la atención que para los años 2007 - 2008 tenía 1.5212 
hectáreas sembradas, frente a 5.748,41 erradicadas. De acuerdo con un experto consultado, esto se debe a 
que las jornadas de erradicación manual se programan con los datos de Simci a corte 31 diciembre del año 
anterior, razón por la cual en muchas ocasiones al momento de la erradicación se encuentran más hectáreas 
de coca sembradas y resembradas, que las reportadas.

Gráfica 2. Número de hectáreas cultivadas 2007 - 2014
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los municipios parece estar asociado, como lo señala la FIP, a una reubicación de los 

mismos en el sur de Córdoba, por las fumigaciones aéreas en los municipios de Tarazá 

y Caucasia en el Bajo Cauca Antioqueño y en segundo lugar, por un mayor control 

de las FARC sobre la población para conservar el monopolio sobre la compra y venta 

de los cultivos de coca y evitar así, la colaboración de esta con la fuerza pública 

(Fundación Ideas para la Paz, 2014, pág. 20). 

Entre 2010 y 2011 la caída del 76% en el número de hectáreas en Tierralta es 

significativamente extraña y en todos, su decrecimiento hasta el 2014 (con pequeños 

cambios) es igualmente atípica, si se tiene en cuenta que las fumigaciones se 

suspendieron en 2015. Una posible explicación podría estar relacionada con la 

tecnificación del cultivo para mejorar ampliamente su rendimiento y calidad, es decir, 

sacar en menos hectáreas una mayor producción y más cosechas al año. De acuerdo 

con un informe de la Defensoría del Pueblo “en mayo de 2013 los grupos ilegales 

empezaron a proporcionar semilla para el establecimiento de una variedad de coca 

Peruana (…) Entre abril y mayo de 2013, desde la vereda La Cristalina y Río Verde 

en Puerto Libertador fueron observadas personas en motocicletas transportando 

costales con semillas de esta nueva variedad de coca, de obligada propagación por 

parte de los campesinos” (Defensoría del Pueblo, 2014, pág. 5).

La erradicación manual tampoco explica la caída en el número de hectáreas 

cultivadas, porque de acuerdo con personas y funcionarios consultados esta estrategia 

tiene serias restricciones por lo que las cifras no reflejan el contexto de alto riesgo de 

seguridad de la zona debido a que: i) “el gobierno no está metiendo en el territorio 
más ejército porque esta minado”; ii) a los campesinos las FARC les informaban en 

caso de avanzada, para la erradicación, que “a su cultivo (ilícito) no entrara porque 
le vamos a poner papitas”; y iii) hay serias sospechas sobre la actuación de la fuerza 

pública, varios campesinos refirieron que “en algunos casos le decían al ejército que 
no les erradicaran y ellos omitían los cultivos y les pagaban”. 

Las dudas expresadas en el párrafo anterior, frente a los bajos incrementos en el 

número de hectáreas cultivadas entre 2013 y 2014, confirman y validan lo expresado 

de manera reiterada por líderes de la comunidad, funcionarios y operadores 

consultados que tienen conocimiento real del comportamiento de este fenómeno 

en el territorio cuando informaron acerca del significativo repunte en el número de 

hectáreas de cultivos ilícitos. Efectivamente como se registra en la gráfica, en todos 

los municipios el aumento fue de más 120%, siendo Puerto Libertado el que presentó 

el mayor crecimiento con un 224%. 
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2. CONFLICTIVIDAD REPORTADA

2.1.	 Extorsión, la sustitución de otras rentas ilegales

Gráfica 3. Denuncias por extorsión 2007 – 2015

Fuente: Ministerio de Defensa Nacional, 
Gráfica elaborada por el Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID

La extorsión está generalizada y los dos grupos la ejecutan de acuerdo a la 

división del territorio establecida en la alianza, por ejemplo en Juan José un 

corregimiento de Puerto Libertador nadie paga extorsión por orden de las FARC, 

“solo la cobran si el cabecilla da la orden”. Como se observa en la gráfica es un 

delito que se no tiene víctima porque no se denuncia (registro máximo de 11 casos) 

y por eso, su capacidad de alcance siempre es creciente y su efecto devastador. 

Para las comunidades y operadores de justicia judicial, es el delito que más garantía 

de permanencia tiene porque está determinado por la dinámica del conflicto, es 

decir, si hay cultivos ilícitos, hay menos presión de la extorsión sobre los cultivos 

legales, y si hay incautaciones, las pérdidas son compensadas con el incremento de 

las vacunas o boleteo. 

De acuerdo con una investigación de la revista Semana (2016), a los ganaderos 

y agricultores, según la región y situación económica, les cobran entre 3.000 y 

5.000 pesos por res y 10.000 pesos por hectárea. Se estima que sólo los ganaderos 

pudieron pagar, en 2015, entre 15.000 y 20.000 millones de pesos en extorsiones. 

Algunos pobladores refirieron casos donde el clan del Golfo les da la opción de 

negociar la suma. Una de las estrategias que tiene es reunir de manera obligada a los 

finqueros de la zona para informarles sobre el monto establecido de la vacuna por 
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hectárea o cabeza de ganado, en casos excepcionales algunas de las víctimas lograr 

tranzar la rebaja porque de acuerdo a unos campesinos “es mejor un arreglo con los 

jefes de grupo armado organizado que poner la denuncia en la Sijin”.

El fenómeno es extendido, “todo el pueblo paga” nadie escapa y la única salida 

que tienen los pequeños, medianos y grandes comerciantes o agricultores, es cerrar 

el negocio o vender la propiedad porque el no pago significa “una lápida en la 

cabeza y nada salva al que se resiste”. Este delito fue calificado por operadores de 

justicia judicial como “una salida fácil” que requiere poco esfuerzo, reporta altos 

beneficios, está soportada en el miedo permanente y en la percepción de que “sin 

la autorización de esa gente no se mueve ni una hoja” y nadie puede desconocer “el 

mandato de estos grupos armados que operan en el territorio”.

 2.2.	Reclutamiento: una opción para los jóvenes  

El reclutamiento forzado es uno de los fenómenos que más preocupa a las 

comunidades, actualmente no tanto por la influencia y coacción de las FARC sino 

por la del clan del Golfo. La falta de oportunidades de empleo y educación han 

motivado la vinculación ‘voluntaria’ de los jóvenes, porque ellos “buscan donde les 

den [dinero], sea legal o ilegal”. Además los menores en riesgo o con antecedentes 

son identificados como objetivo fácil de vinculación, “hoy están sentados en el 

parque y luego en una moto dando vueltas como mensajeros, es decir ya están 

reclutados”. Esta banda criminal que ha surgido como uno de los principales y más 

poderosos grupos armados organizados del país con gran incidencia en el sur de 

Córdoba, se ha convertido para los jóvenes vulnerables en una seria amenaza de 

reclutamiento por la fuerza o por la seducción a partir de la oferta de: dinero, celular, 

arma y moto. 

El reclutamiento le permite al clan del Golfo afianzar su inserción en las familias 

de las comunidades tanto urbanas como rurales, contar con un núcleo protector 

que cumple funciones de apoyo y albergue y en caso de postconflicto, fortalecer 

su capacidad de entrada y control al territorio despejado por las FARC. Los jóvenes 

son entrenados para la ejecución de diferentes actividades de inteligencia como 

“campaneros” o “postes”, en el negocio del microtráfico, el cobro de extorsiones o 

el sicariato; su alistamiento es un tarea impartida por los altos mandos, que ordenan 

el denominado ‘reclutamiento de menores’, con el fin de brindar apoyo a las redes 

sicariales que operan en las regiones.

No existe información confiable que permita conocer la dimensión del problema 

en términos de cifras asociadas a cada GAO. El fenómeno se detecta solo cuando 

el menor es capturado, se desmoviliza o su familia es desplazada por la presión y el 

riesgo de reclutamiento. La denuncia es mínima debido a que las familias se sienten 

amedrentadas por el control que tiene el grupo en su zona de influencia.
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2.2.1	 Los ‘pisa suave’ 

Alrededor del entrenamiento que reciben los reclutados, un operador de 

justicia judicial informó sobre la captura de un joven del clan del Golfo, que se 

había desmovilizado de las FARC donde hacia parte de los niños ‘pisa suave’. 

Los operadores tienen conocimiento acerca de la aplicación de esta modalidad 

de entrenamiento militar a menores reclutados y seleccionados para tal fin, pero 

desconocen la extensión de este problema en términos de cuántos pueden hacer 

parte de esta modalidad especial, solo tienen contacto con el ‘pisa suave’ cuando hay 

captura o desmovilización. En el territorio se les conoce también como los “famosos 

zorros” por el sigilo que tienen para llegar hasta el punto donde se encuentra ubicado 

un miembro de la tropa en servicio de vigilancia, darle de baja con arma corta, 

apoderarse de su material bélico y alertar a los demás integrantes sobre la toma de 

la facción. Además aprenden a manipular y poner explosivos, realizar acciones de 

vigilancia sin despertar sospecha y transportar armas y explosivos.

2.3.	Homicidios

Gráfica 4. Tasa de homicidios por municipio 2007 - 2015

Fuentes: Observatorio del Delito - Gobernación de Córdoba y Policía Nacional, base de datos Siedco, 
Gráfica elaborada por el Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID

En el periodo analizado, los homicidios presentan tres momentos de ascenso en las 

cifras, que se explican por la dinámica de conflicto armado en la región:

	 2007 - 2008. Los homicidios se incrementaron debido a los enfrentamientos 

y asesinatos selectivos entre las Águilas Negras y la alianza Paisas-Traquetos 

(Vicepresidencia de la República, 2009, pág. 173), por el afán de expansión de 
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los primeros, especialmente en Puerto Libertador donde la tasa pasó de 95,9 

en 2007 a 168 en 2008. En este periodo vale la pena resaltar la sospecha de 

captura ‘direccionada’ por las autoridades hacia miembros de Los Paisas y 

Traquetos para favorecer el fortalecimiento de Águilas Negras.

	 Uno de los casos más representativos, fue la aprensión de José Walter Lozano, 

primo de alias Don Berna, con importante poder y mando en Los Traquetos y 

la captura de Mario Prada Cobos, ex alcalde del municipio de Valencia (2001-

2003) y candidato a la gobernación de Córdoba, acusado de manejar una red 

política que controlaba al municipio de Valencia bajo la alianza con Don Berna 

(Vicepresidencia de la República, 2009, pág. 175), quien fue extraditado en 

mayo del 2008 a los Estados Unidos.

	 Lo anterior trajo consigo cambios en la distribución territorial de las bandas 

en disputa, las Águilas Negras se localizaron en el Alto de Sinú (Tierralta y 

Valencia) y Los Paisas en la Región de San Jorge (Montelíbano, San José de Uré 

y Puerto Libertador) lo que impactó en la disminución de las confrontaciones y 

los casos de homicidios para el 2009.

	 2010 - 2011. Se registraron enfrentamientos entre las Águilas Negras y las 

FARC tendencia que se mantuvo con asesinatos selectivos y seis masacres 

entre enero y octubre de 2010 (Revista Semana, 2010) donde el principal 

escenario de disputa fue el municipio de Puerto Libertador, con una tasa de 

95,4 seguido de Montelíbano con 66,9 y que tuvo como objetivo mantener 

el control y sometimiento de la población. A finales de 2011 los tres grupos 

postdesmovilización (Águilas Negras, Los Traquetos y Los Paisas), pactan un 

acuerdo de distribución y control territorial (Fundación Ideas para la Paz, 2014, 

pág. 33), que explica la disminución de las cifras en el 2012. 

	 2013 - 2015. En general se registra una caída en la tasa de homicidios, excepto 

en San José de Uré que pasó de 28,1 en 2013 a 55,4 en 2014, en un contexto local 

confuso debido a la captura de la alcaldesa por presuntos vínculos con el clan 

del Golfo. Aunque Puerto Libertador, al igual que los otros municipios mantuvo 

una tendencia a la baja, vale la pena resaltar el asesinato de siete policías del 

Escuadrón Móvil de Carabineros en septiembre del 2014, por emboscada 

realizada por la alianza clan del Golfo y FARC cuando se movilizaban entre 

Tierradentro y Puerto Libertador. La disminución de 2015 a la fecha de la tasa 

de homicidios, estaría asociada a los acuerdos de mantener la jurisdicción 

territorial: las FARC en la zona montañosa con la Serranía del Abibe y Tierralta 

y el clan del Golfo en la parte baja del Nudo del Paramillo. De acuerdo con 

operadores la mayoría de las muertes que se presentan actualmente son 

selectivas y tienen como fin castigar transgresiones o colaboraciones con el 

grupo armado organizado rival y mantener el control sobre los negocios. 
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 2.4. Violencia intrafamiliar – VIF

Gráfica 5. Casos de VIF municipal 2007- 2014

Fuente: Forensis,  Gráfica elaborada por el Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID

Gráfica 6. Casos por tipos de VIF 2007-2014 en los municipios de sur de Córdoba

Fuente: Forensis, Gráfica elaborada por el Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID
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De acuerdo con los datos de Forensis, para la serie 2007 - 2014 se presentaron 

418 casos de VIF donde el mayor peso lo tuvo la violencia de pareja con el 73%, 

seguida de la violencia entre otros familiares9 (18%) y en todos, la principal víctima 

fue la mujer (85%), lo que configura el fenómeno de Violencia Basada en Género 

(VBG)10.

En general, como lo registra la gráfica, Montelíbano a partir del 2012 concentra 

el mayor número de casos debido a que a este municipio se remiten las denuncias 

de San José de Uré y Puerto Libertador por contar con una fiscalía seccional que 

puede dar curso a los procesos. Llama la atención cómo el municipio de Tierralta a 

pesar de tener una fiscalía seccional para atender estos casos de manera directa, 

no supera en todo el periodo analizado en promedio, cinco denuncias año. De otra 

parte, aunque no se cuenta con información que permita explicar el incremento 

del 200% en el número de casos que registra Montelíbano entre 2011 y 2012, un 

porcentaje de estos pareciera estar relacionado con las actividades desarrolladas 

por la Diócesis de Montelíbano y la cooperación internacional para empoderar a las 

mujeres en sus derechos y motivar la denuncia. 

Si bien a partir de 2012 aumenta significativamente las denuncias11, los operadores 

de justicia y la comunidad señalaron que este delito presenta un alto subregistro 

explicado por varios factores: 

a)	 Inoperatividad del sistema de justicia. Para varios de los operadores uno de 

los problemas es la falta de eficiencia de la fiscalía para el trámite y debida 

atención de los casos que le son remitidos “en fiscalía los trámites son muy 

lentos, de los casos de violencia que se remiten, en el 50% no hay respuesta y 

la víctima desiste y en el otro 50% el trámite es muy demorado”, indicaron de 

manera enfática la dimensión de la ineficiencia de la fiscalía al describirla como 

“un despacho de papel” y de una “justicia negada por el incumplimiento de 

las obligaciones legales de administrar justicia”, percepción que fue ratificada 

por operadores de justicia, en el marco de una capacitación, al destacar como 

un “obstáculo la poca diligencia y agilidad por parte de la fiscalía al momento 

de asumir los casos de violencia sexual. Los funcionarios no tienen conciencia 

de que los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales no son 

desistibles; por el contrario, son de investigación y sanción prioritaria, debiendo 

ser investigados de oficio y con la debida diligencia” (Institución Educativa 

9  Definida como aquella que provoca lesiones o muertes en personas adultas (18 y 59 años) y es ocasionada 
por algún familiar diferente a la pareja en: http://www.medicinalegal.gov.co/documents/88730/1656998/
Forensis+Interactivo+2014.24-JULpdf.pdf/9085ad79-d2a9-4c0d-a17b-f845ab96534b 	

10   Aquella dirigida contra una persona en razón del género que él o ella tiene así como de las expectativas 
sobre el rol que él o ella debe cumplir en una sociedad o cultura. La violencia basada en el género pone de 
relieve cómo la dimensión de género está presente en este tipo de actos, es decir la relación entre el estado 
de subordinación femenina en la sociedad y su creciente vulnerabilidad respecto a la violencia. Sin embargo, 
resulta importante advertir que tanto hombres como niños también pueden ser víctimas de la violencia 
basada en el género, especialmente de la violencia sexual. (ONU Mujeres, 2012)	

11  De acuerdo con la fiscalía, entre 2010 y 2015 en Montelíbano la VIF fue uno de los cinco delitos de mayor 
ocurrencia.
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Conocimiento en Innovación para la Justicia (CIJ), Fiscalía General de la 

Nación, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 2015, pág. 

13). Adicionalmente, el sistema de justicia local presenta serias restricciones 

para realizar las investigaciones de casos de VIF, lo que implica que solo se 

logra una captura si es en flagrancia.

	 Así mismo, funcionarios de algunos despachos consideraron que no tenía 

sentido iniciar un proceso porque la víctima iba a regresar con el agresor 

“si le cojo la denuncia hoy, mañana está con él”, amparados en una actitud 

prejuiciosa que desestima el potencial riesgo al que va a estar sometida la 

víctima, que decide retirar la denuncia por una condición de alta dependencia 

económica o psicológica con el agresor. En el caso de Puerto Libertador desde 

2008 a la fecha se han presentado 30 homicidios selectivos contra mujeres 

que por falta de investigación, aún no se ha determinado cuántos de estos 

corresponden a feminicidios. 

	 Otro elemento es que algunos de los despachos de justicia buscan mecanismos 

jurídicos de ‘fácil solución’, es decir funcionales más a la idea de descongestión 

del sistema que a la protección del derecho de la víctima, como bien lo dijo un 

funcionario de justicia judicial “con el tema de violencia intrafamiliar hay que 

tratar de que haya conciliación y buscar los mecanismos para que no llegue a la 

justicia formal y con eso se contribuye a la descongestión” en  abierta contravía 

de la Ley 1542 de 201212. En esta categoría de ‘rápida solución’ entran algunas 

de las conciliaciones de VIF que se presentan como lesiones personales para 

tratar estos casos sin incumplir la ley.

b)	Dependencia económica. Cuando la víctima está expuesta a episodios 

recurrentes de violencia y si tiene una alta dependencia económica del agresor, 

termina por perder la capacidad para demandar la protección y satisfacción 

de un derecho ante la justicia. Este es quizás uno de los principales factores 

para que algunas mujeres no busquen una salida judicial que pueda afectar 

el ingreso familiar, sino una estrategia que sirva para amedrentar al agresor, 

de ahí que pretendan en algunos casos con la denuncia “darle un susto al 

victimario” porque “si lo capturan me van a hacer un mal mayor”. 

	 En una situación de tensión de derechos por un caso de VIF el operador de 

justicia judicial se puede enfrentar a un dilema respecto a qué medidas tomar 

“entonces uno dice, si se lo llevan a la cárcel de qué van a vivir esos niños 

porque la mamá no trabaja”, y bajo esta situación decidir la aplicación del 

test de proporcionalidad para ponderar los derechos que están en juego y 

resolver el conflicto sin afectar el núcleo irreductible de un derecho que debe 

garantizar. 

12  El artículo 1 elimina el carácter de querellables y desistibles de los delitos de violencia intrafamiliar e 
inasistencia alimentaria, tipificados en los artículos 229 y 233 del Código Penal.	
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	 Otros recurren a la opción punitivista que busca la cárcel para el agresor, lo que 

agravaría el conflicto por la dependencia económica de la víctima y los menores 

de edad a su cargo e iría en contravía de lo establecido en el artículo 43 de 

la constitución que determina la prevalencia del derecho del menor. Entre la 

opción punitivista y la de ponderación de derechos, se pensaría que esta última 

cuando el operador la elige a partir de un análisis riguroso sería la más adecuada, 

siempre y cuando se acompañe de otras acciones integrales de reparación tales 

como, medidas efectivas de protección a la víctima, atención psicosocial y de 

acompañamiento para prevenir acciones de repetición. El problema es que 

el sistema de administración de justicia, no tiene la capacidad de velar por el 

cumplimiento de los acuerdos que salvaguardan los derechos de la víctima y en 

esa medida, esta quedaría expuesta al riesgo de repetición de hechos violentos.

c)	 Conflicto armado como generador de violencia machista. En este contexto, 

la denuncia sobre los casos de VIF no es posible ni viable cuando el agresor 

hace parte de un GAO. El ejercicio sistemático de la violencia por parte de 

estos grupos provoca en la comunidad en general y en la mujer en particular, 

el sometimiento a una ley que exacerba el machismo y por lo tanto genera una 

alta tolerancia a los comportamientos violentos en las relaciones afectivas y de 

pareja. 
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 2.5. Abuso sexual

Gráfica 7. Casos de abuso sexual 2007 – 2014

Fuente: Forensis,  
Gráfica elaborada por el Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID

Entre 2007 y 2014 se reportaron 222 casos donde el 90% de las víctimas fueron 

mujeres. Al igual que la VIF, los casos registrados de abuso sexual aumentan a partir 

de 2012 y se focalizan en Montelíbano en la fiscalía seccional, que también recibe los  

de Puerto Libertador y San José de Uré, municipio que desde hace un año no cuenta 

con comisario de familia. Con relación a Tierralta este municipio no presenta, en el 

periodo analizado, mayores variaciones. 

El delito de la violencia y abuso sexual en la zona está caracterizado por: 

a)	 Alto subregistro. Al respecto tanto la comunidad como operadores de justicia 

reiteraron que el número de denuncias que llega a los despachos no logra 

evidenciar ni de lejos la dimensión de este delito, al respecto una operadora 

estimó que un 60% de los casos no llega al sistema porque no son denunciados 

o pasan a la justicia paralela. 

	 Históricamente cuando se habla de violencia sexual en el sur de Córdoba se debe 

tener en cuenta que esta fue una estrategia de control ejercida por las AUC13 que 

13  La FGN ha documentado que las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) comandadas por los 
hermanos Carlos y Vicente Castaño Gil, concentraron el mayor número de investigaciones por abuso sexual (478) 
cometidos por 16 bloques, siendo el del Norte, con 186 casos, el que más delitos de este tipo cometió entre 1996 y 2003 
(El Tiempo, 2013). En el marco del conflicto, las AUC obligaban a menores de edad a ejercer la prostitución, así mismo, 
las mujeres en sus zonas de control estaban expuestas a que si un miembro del grupo le gustaba alguna accedía a ella 
con o sin su consentimiento, como ocurrió en el municipio de Valencia donde una persona de la comunidad denunciaba 
que “sólo porque la niña le gustaba al miembro de la AUC este decía: ‘me la llevo porque me gusta’, y no pasó nada” 
(Sisma Mujer, 2009), situaciones estas que eran recurrentes en este escenario de poder, violencia y control. 
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tenía, en muchos casos, una connotación selectiva, estratégica y aleccionadora. 

Este tipo de violencia sigue vigente, y como lo señala la Defensoría del Pueblo 

en informes recientes, los principales victimarios de la violencia sexual son 

las bacrim quienes la ejercen de una manera diferente a como lo hicieron las 

AUC. Para la banda criminal, este delito se caracteriza por ser indiscriminado 

y oportunista debido a que es “perpetrado por razones privadas y no por 

objetivos grupales” (Defensoría del Pueblo, 2013, pág. 41), y se ha convertido 

en un factor generador no solo de amenazas para impedir la denuncia, sino 

también de desplazamiento de la víctima y su familia como sucedió en zona 

rural de Montelíbano, donde un miembro del clan del Golfo abusó de una niña 

y ante la imposibilidad de denunciar el caso por riesgo de muerte de la familia, 

esta tuvo que salir de la zona para proteger a la menor de posteriores abusos. 

	 De los delitos de abuso sexual que se presentan dentro del entorno familiar, 

una gran parte de estos no son denunciados bien sea por temor a que no se 

garantice la confidencialidad por parte de la administración de justicia o por la 

idea de que ‘el asunto’ debe quedarse dentro de la esfera privada o ser objeto 

de negociación por parte de la familia, cuando el victimario busca ‘indemnizar’ 

a la víctima a través de una compensación económica. Al respecto un operador 

señaló “hay casos en los que se negocia para que no se denuncie y en otros, 

vuelven y denuncian porque no les pagan lo acordado por la no denuncia del 

abuso sexual”. 

b)	 Una precaria institucionalidad. La administración de justicia local no cuenta con 

los recursos necesarios para una atención integral y oportuna a este tipo de 

delito por varias razones:

	 i) No hay una ruta de atención informada, consolidada y que ofrezca un 

acompañamiento permanente durante el proceso para minimizar el riesgo de 

revictimización y evitar las múltiples remisiones “en la fiscalía solo les decían [a 

los familiares y a la víctima] «vuelvan ustedes mañana» y los tenían de acá para 

allá”. Al respecto, los miembros del Comité Local de Justicia de Montelíbano 

explicaron que la ruta institucional de un delito de violencia sexual debe 

imaginarse como una cadena en la cual cada eslabón representa la intervención 

institucional en los diferentes niveles. Cada pieza debe estar conectada en el 

marco de un sistema, donde la entrada es la puesta en conocimiento de los 

hechos y la salida, es la determinación judicial de la ocurrencia o no de los 

mismos, lo que implica desarrollar de manera articulada las actuaciones 

correspondientes, teniendo como principio rector, la concepción de que cada 

despacho debe iniciar y terminar su intervención en conexión y coordinación 

con los otros (Institución Educativa Conocimiento en Innovación para la Justicia, 

Fiscalía General de la Nación, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 

Forenses, 2015, pág. 15).  
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	 ii) Desconocimiento de la ley por parte de algunos operadores para el manejo y 

atención eficiente e inmediata de estos casos en menores de edad que le otorga 

funciones, de manera transitoria, a diferentes operadores y profesionales para 

cumplir con la realización de la entrevista al menor víctima. Según el artículo 2 

de la Ley 165214 la entrevista forense deberá ser practicada por el CTI a través 

de personal entrenado, previa revisión del cuestionario pertinente por parte 

del Defensor de Familia, quien podrá estar presente. Sin embargo en los casos 

en los que no se cuenta con el personal del CTI, la Resolución No. 918 del 15 

de junio de 2012 permite superar este problema otorgando transitoriamente la 

facultad para ejercer las funciones de policía judicial por el término de 5 años 

(2012 – 2017), a los Comisarios de Familia, psicólogos, trabajadores sociales y 

médicos que integran las Comisarías de Familia, en todo el territorio nacional, 

dentro de su respectiva jurisdicción (ICBF, 2015). 

	 Algunos comisarios le asignan solo al CTI la facultad de entrevistar al menor 

víctima invocando de manera errónea el concepto 106 de la Ley 1562, para 

justificar -de manera intencional o por desinformación- el no cumplimiento de 

sus funciones y la remisión de los casos a otras instancias “estos casos se van 

primero a la fiscalía, la ley no permite a los comisarios hacer la entrevista al 

menor víctima de abuso sexual”. Solo un comisario informó que cumplía con 

esta labor pero aclaraba que lo hacía “a riesgo de sanción o nulidad procesal” por 

considerar que estaba por fuera de su competencia debido a una interpretación 

equivocada del concepto, citado anteriormente.

	 iii) Lentitud por parte de la fiscalía y policía judicial en las acciones investigativas, 

de judicialización y captura como lo informó un operador de justicia, en el 

mejor de los casos “con las pruebas entregadas por la policía, la fiscalía puede 

demorarse entre 3 y 6 meses para que esta responda y se pueda proceder con la 

captura”. Hay que tener en cuenta las restricciones que tiene la policía judicial para 

ingresar a la zona rural por problemas de seguridad, lo que impide la recolección 

de pruebas y testimonios y genera una alta impunidad, donde el balance es que 

de ocho casos presentados en lo corrido del año en un municipio, en solo uno se 

ha dado captura. La falta de operatividad del sistema les otorga razones tanto a 

la víctima para no denunciar y al operador para no darle curso al proceso, como 

14   De acuerdo con el concepto 106 de agosto de 2015 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar “A 
falta de este profesional, la autoridad competente debe adelantar las gestiones pertinentes para garantizar 
que la entrevista sea practicada por un entrevistador especializado, entre tanto el CTI capacita al personal 
en entrevista forense (artículo 2, literal d, inciso 3). De esta manera, la ley prevé que en los casos en que 
no se cuente con los profesionales en entrevista forense, podrá realizarla un entrevistador especializado, 
según lo contemplado la exposición de motivos la ley: “El profesional que entreviste a un niño debe tener 
conocimiento especializado en psicología infantil, desarrollo psicoevolutivo, en especial con lo cognoscitivo, 
técnicas de recuperación de memoria, protocolos de entrevista procesos de la revelación y teoría del abuso 
sexual, entre otros (….) El entrevistador debe conducir la entrevista teniendo en cuenta el nivel de desarrollo 
cognoscitivo, lingüístico, nivel de razonamiento, nivel de conocimiento y emociones del niño. Esto hace que 
la información obtenida del menor sea de mayor confiabilidad. También es imperativo que quien conduzca 
la entrevista entienda que la revelación es un proceso dinámico que el niño víctima atraviese en forma 
progresiva y lenta (…)” (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 2015). 
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lo ilustró uno de ellos “hay desistimiento por parte de las víctimas, no van a las 

audiencias, no responden citaciones, no hay como probar y no hay información 

que caracterice el delito”. 

	 iv) La presencia de justicia paralela que saca de competencia a la justicia 

formal para la atención de este delito. La certeza de la aplicación de una 

justicia que satisfaga el deseo de venganza por parte de la víctima, motiva la 

denuncia ante el actor armado organizado que tiene influencia en su zona, al 

respecto algunos operadores señalaron que “cuando eso sucede [refiriéndose 

a los casos de abuso] la gente asume estos hechos por su propia cuenta o 

avisan a los que ejercen la justica, a los actores armados” y otros refirieron 

que “la comunidad prefiere acudir a las FARC para el tratamiento de casos 

de abuso, debido a que las bacrim son más laxas porque tienen historia como 

victimarios”. 

3.	 BARRERAS DE ACCESO A LA JUSTICIA LOCAL

3.1.	 Una institucionalidad cooptada 

En general, la institucionalidad local presenta serios problemas de legitimidad y una 

baja capacidad para enfrentar la infiltración y cooptación de las autoridades locales 

y los poderes políticos, por parte de los grupos armados organizados. Tal situación 

se ha reflejado en: i) limitada idoneidad para el manejo eficiente y transparente de 

los recursos públicos y altos niveles de corrupción; ii) clientelismo armado para 

incidir en los resultados electorales; iii) deterioro de la democracia representativa 

y participativa; y iv) serias restricciones para la investigación y lucha contra la 

violencia y la criminalidad. En el escenario local, las economías criminales asociadas 

al conflicto armado han ganado competitividad porque el contexto ha sido propicio 

a la reproducción de una ilegalidad que no parece debilitarse sino extenderse y 

cuyo efecto ha sido depredador en la gestión de lo público y el control de las rentas 

estatales. Como bien lo plantea Mauricio García “los déficit de eficacia y de legitimidad 

producen un deterioro del Estado de derecho, es decir, un déficit de legalidad, la 

cual, a su turno, crea condiciones favorables para la reproducción de la violencia y la 

ilegitimidad.” (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, pág. 51)

3.1.1.	 Entre la infiltración de las bacrim en la política y la 	
lucha por la captura de las regalías 

Para las elecciones de 2011, la Defensoría del Pueblo señaló que el 37% de los 

municipios de Córdoba se encontraba en riesgo electoral alto por la presencia de 

los GAO, especialmente en los municipios de La Apartada, Montelíbano, Montería, 

Moñitos, Planeta Rica, Puerto Libertador, San Antero, San Pelayo, Tierralta y 

Valencia (Defensoría del Pueblo, 2011, pág. 19). El informe sostiene que desde esa 
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fecha mantienen su interés en la ejecución de acciones para incidir en los resultados 

electorales locales, entre las que se encuentran, los homicidios a aspirantes15, atentados 

a candidatos16 y líderes, constreñimiento a ciertos sectores comunitarios, amenazas a 

aspirantes, solicitudes de ‘rendición de cuentas’ a líderes comunitarios que adelantan 

trabajos comunales y constreñimiento al elector a favor de ciertos candidatos, entre 

otras (Defensoría del Pueblo, 2011, pág. 55).

Uno de los casos más evidentes de infiltración de las bacrim en la política de 

la región se presentó en San José de Uré. Dos de los tres alcaldes que ha tenido 

el municipio han sido investigados por corrupción y concierto para delinquir en 

supuestas alianzas con bandas criminales. El primer mandatario local del municipio, 

Bladimir Londoño, fue capturado en marzo de 2011 por desviar dineros de la salud 

a su cuenta personal (El Tiempo, 2011) presuntamente en acuerdo con la banda 

criminal Los Paisas. En este mismo año, la fiscalía investigó una posible financiación 

de la campaña proselitista de Lourdes Acosta Urzola a la Alcaldía de Uré, por 

parte del clan del Golfo (El Meridiano de Córdoba, 2014). Posteriormente y ya 

como alcaldesa, fue detenida en diciembre de 201417 por supuestos vínculos con 

esta banda y después de dos días de audiencia fue dejada en libertad al parecer 

porque la fiscalía, no presentó suficientes argumentos para vincularla con grupos 

armados organizados (El Heraldo, 2014). Acosta Urzola para las elecciones 2016 - 

2019 consiguió que su sobrino, Luis José González Acosta ganara la alcaldía con lo 

que aseguró la continuidad en el poder. En el 2014 también fueron detenidos dos 

concejales, uno de San José de Uré y otro de Valencia, junto con 31 personas por 

supuestos vínculos con el clan del Golfo (El Meridiano de Córdoba, 2014) así como 

John Jairo Benítez, candidato al Concejo en Montelíbano y Farly Eliécer Velásquez, 

en Puerto Libertador, señalados por las autoridades como presuntos testaferros y 

coordinadores de las finanzas de esta bacrim (Revista Semana, 2015). 

El panorama no es mejor en lo que respecta a la fuerza pública. En 2010, ‘Mincho’, 

líder militar de Los Paisas, fue capturado cuando era protegido por un policía en su 

propia casa. En razón a que un número importante de policías ha sido o es investigado 

por nexos con las bandas, la institución creó un plan de contrainteligencia, para ejercer 

mejor control sobre las prácticas favorecedoras a estos grupos armados organizados. 

En efecto, “estos grupos cuentan en ocasiones con la aquiescencia, tolerancia e 

incluso connivencia, ya sea por corrupción o amenazas, de algunos miembros de la 

fuerza pública, incluida la Policía Nacional, como lo demuestran casos observados en 

Antioquia, Córdoba y Meta” (Centro de Coordinación y Acción Integral, 2011, pág.14). 

Según una investigación adelantada a finales de 2014 por un fiscal de la Dirección 

15  En julio de 2011 fueron asesinados el candidato a la alcaldía de Puerto Libertador, Éder Fernández 
Hernández y el colaborador de su campaña Marcelino Pertúz (Elheraldo.com, julio 1 de 2011)

16  En junio de 2011 candidato Espedito Duque fue víctima de un intento de homicidio en el sur de Córdoba. 
(Eluniversal.com, junio 29 de 2011)

17  La mandataria se había reintegrado a sus labores 15 días antes de su captura, luego de que el Tribunal 
Administrativo de Córdoba replanteara la medida cautelar del 7 de noviembre de 2014, en la que suspendió 
la creación del municipio, al parecer por presuntas fallas en el lleno de los requisitos de la Ley 61 (El Heraldo, 
2014).  
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Nacional contra el Crimen Organizado, cuatro miembros de la Policía y un funcionario 

de la fiscalía recibían entre $200.000 y $ 2.000.000 del clan del Golfo por el suministro 

de información relacionada con operativos en su contra. 

3.1.2.	 Cómo se monta una empresa para el saqueo de los 
recursos públicos: el caso San José de Uré 

El municipio de San José de Uré (originalmente corregimiento de Montelíbano) 

se creó jurídicamente por medio de la Ordenanza N. 011 del 21 de diciembre del 

2007 proferida por la asamblea departamental de Córdoba, la cual contó con la 

aprobación de una gran mayoría de pobladores, de acuerdo al referendo realizado 

el 13 abril de 2008. 

a)	 ¿Qué atractivo tenia este corregimiento? En San José de Uré se encuentra 

parte de la jurisdicción de la mina de níquel de Cerro Matoso S.A, la segunda 

compañía productora de ferroníquel y la quinta de níquel en el mundo. Antes 

de 2007 el municipio de Montelíbano recibía el 96,7% de los recursos de 

regalías. El paso de corregimiento a municipio le permitía recibir y manejar de 

manera directa un porcentaje de estos recursos. 

	 De otra parte, San José de Uré necesitaba ser municipio para satisfacer los 

intereses de grupos con fuertes influencias políticas y económicas del sur de 

Córdoba y con un poder amplio y suficiente para aportar los requerimientos 

logísticos, organizativos y jurídicos para la creación plena de un municipio, que 

no cumplía con las condiciones legales para su constitución. El movimiento 

pro-municipio logró de manera efectiva su nacimiento jurídico, sin embargo su 

legitimidad y legalidad fueron seriamente cuestionadas debido a la utilización 

de medios fraudulentos, entre los que sobresalen la falsedad en el número de 

habitantes del corregimiento que para la época de la solicitud de su conformación 

(2007) no llegaba a 7.000, cifra que no cumplía con la Ley 617 que establece 

como número necesario 14.000 habitantes (El Heraldo, 2014); y la falsificación 

de la firma de una funcionaria del Dane en los documentos presentados a la 

asamblea departamental y el uso de estrategias jurídicas para conseguir la 

delimitación territorial para incrementar el porcentaje de los recursos de regalías. 

	 Para poder enfrentar las acciones fraudulentas de los poderes políticos e 

ilegales que rodearon el proceso, se realizaron varias acciones administrativas 

donde se logró reducir territorio de jurisdicción que había sido establecido y 

bajar la cifra en el número de pobladores para que el municipio recibiera un 

poco menos del 12% de los recursos. En lo que respecta al contrato No. 866 – 

63 de Cerro Matoso S.A la participación porcentual de cada entidad territorial 

en el área del yacimiento corresponde a Montelíbano (85,13%), San José de 

Uré (11,59%) y Puerto Libertador con (3,28%). Y con relación a los recursos 
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asignados por el concepto de regalías que corresponde a la explotación de 

níquel, metales preciosos y distribución de carbón, los siguientes fueron los 

montos asignados entre 2012 y 201618. 

Tabla 1. Recursos asignados. Sistema General de Regalías

Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
Tabla elaborada por el Proyecto de Acceso a la Justicia de USAID

b)	El botín. Como bien lo señalaron personas y funcionario de la región, es muy 

fácil controlar un municipio cuando “se necesitan solo 2000 votos para poner 

y dominar un alcalde”, además, porque de los municipios del sur de Córdoba 

San José de Uré es el que “tiene más músculo porque hay más monte” en 

otras palabras, es el que ofrece mejores condiciones para el desarrollo de la 

economía criminal y la cooptación de la institucionalidad local. ¿Qué actores 

políticos, económicos e ilegales podrían estar detrás del botín? La corta historia 

del municipio ha mostrado, lamentablemente, la existencia de una alianza entre 

los políticos y las bacrim donde la rapiña no se hizo esperar, el primer alcalde 

elegido Bladimir Londoño (del partido Alianza Social Indígena) fue acusado por 

direccionar 8.000 millones de pesos de los recursos municipales para un enlace 

de Los Paisas, situación que fue denominada por los medios de comunicación en 

2008 como el primer caso de ‘bacrim-política’ y su segunda mandataria, Lourdes 

Acosta Urzola (Alianza Social Independiente) 19, ha sido investigada por concierto 

para delinquir y nexos con el clan del Golfo.

c)	 Pugna jurídica por las regalías. En 2009 Montelíbano demandó la creación 

del municipio dando inicio a una disputa jurídica entre los intereses asociados 

a los recursos de regalías. Este proceso logró la suspensión provisional de la 

Ordenanza de creación confirmada con el Auto del 11 de agosto de 2011 por la 

Sección Primera del Consejo de Estado. Sin embargo, solo hasta 2014 el Tribunal 

Contencioso Administrativo de Córdoba derogó la Ordenanza N. 011 de creación 

municipal de San José de Uré, y elaboró un mes después una modificación a 

la medida cautelar decretada, de manera que: “el fallo establecía que si bien 

se mantiene la medida cautelar de suspensión provisional, la misma será sin 

18  Se utilizan las cifras del nuevo Sistema General de Regalías de acuerdo con la Ley 1530 de 2012.

19  En 2009 la Alianza Social Indígena cambia de nombre a Alianza Social Independiente, lo para algunos 
militantes el cambio de nombre significó la apertura de la organización pero para otros fue la renuncia a su 
identidad, y convertirlo en una fábrica de avales “hoy es un cascarón que se robaron. Hay un órgano político 
al que llegan cazadores de votos, de posiciones al interior de la organización, cazadores y compradores de 
avales” (Fundación Nuevo Arco Iris, 2013).
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efectos inmediatos. Ello quiere decir que el municipio podrá funcionar como tal, 

en tanto se falle en forma definitiva la apelación”. 

	 Al día de hoy, esta condición jurídica subjudice (pendiente de resolución judicial) 

ha llevado a que sus funcionarios actúen bajo una especie de interinidad que 

ha generado caos y oportunidades de corrupción, motivadas por los intereses 

económicos que ofrece la locomotora minera en la región.

	 En síntesis, la situación de franco deterioro institucional del sur de Córdoba, 

contrasta con la complejidad y envergadura del contexto y los problemas que 

debe atender. Una especie de ‘parainstitucionalidad’ se ha asentado a lo largo 

de décadas, representada por grupos guerrilleros, narcotraficantes, AUC y 

bandas criminales. Actualmente la dimensión del control que tiene el clan del 

Golfo sobre el territorio se evidenció en el paro armado realizado en abril. Para 

funcionarios, operadores y miembros de la comunidad, el paro fue un pulso 

que esta banda criminal ganó de manera amplia, acá “ellos mandan” si “dicen 

«mañana hay paro» y ante esta orden “¿quién abre?”. La situación generó en la 

opinión pública un gran desconcierto y avivó el temor sobre las experiencias 

del pasado con las AUC, por su capacidad para amedrentar, imponer fuertes 

sanciones a los que intentaban salirse del control impuesto. 

	 En esa medida la liberación del territorio con la salida de las FARC en caso 

de un postconflicto no va a ser suficiente, hay que fortalecer las instituciones 

como requisito ineludible para poder iniciar el desmonte de un orden que 

ha sido configurado para que responda a esa ‘parainstitucionalidad’, de lo 

contrario, seguirá siendo un territorio ocupado por otro actor armado donde 

ni la ley, ni el interés general, ni el sentido de lo público ni la pacificación, van a 

ser posibles.

3.2.	Justicia formal a media marcha 

Garantizar el acceso a la justicia con un servicio confiable, oportuno y eficiente 

es un reto difícil en un contexto de conflicto armado, con presencia de economía 

criminal ampliada. Para varios operadores de justicia judicial y administrativa, los 

niveles de complejidad de los conflictos y delitos que tienen que manejar, no se 

compadece con la falta de infraestructura, recursos humanos y la saturación de 

asuntos asignados que restringen la operatividad para la respuesta del sistema, 

particularmente en las fiscalías que enfrentan una gran congestión en los procesos 

por falta de personal (fiscales y policía judicial). Sin embargo, fueron muy pocos 

los que se refirieron a la necesidad de desarrollar competencias para ampliar 

capacidades y conseguir una mejor administración de justicia para garantizar el 

acceso y permanencia de los usuarios en el sistema (denuncia, proceso, resultado) 

y no su disentimiento. 
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Al evaluar el escenario de operadores en el territorio nos encontramos que la 

oferta como está concebida en términos de personal, no se corresponde con las 

exigencias de la demanda por varias razones20: 

a)	 El municipio de Montelíbano es un circuito judicial, que cuenta con tres fiscales 

seccionales y uno local, quienes deben responder por su propia jurisdicción 

territorial y cinco municipios más del Alto San Jorge: San José de Uré, Puerto 

Libertador, La Apartada, Ayapel y Buenavista para una población total de 

232.904 personas21 lo que desborda ampliamente la capacidad de respuesta 

real. Un caso similar es el de la fiscalía seccional de Tierralta que debe atender 

los casos del municipio de Valencia22, que no cuenta actualmente con este 

despacho. Otro problema de peso, es que solo opera  un juzgado promiscuo 

municipal que además debe asumir funciones de conocimiento, por lo que, 

para determinados casos, depende del circuito que se encuentra en Montería.

b)	En general, el cuello de botella que presentan las investigaciones de delitos 

de alto impacto por las restricciones para la recolección de pruebas en San 

José de Uré y Puerto Libertador debido a que no cuentan con funcionarios 

de Dijin, Sijin ni CTI para dar respuesta a los actos urgentes23, particularmente 

los relacionados con la etapa de investigación penal, en los casos de violencia 

sexual. “En general, existe poca claridad y opiniones opuestas respecto a 

estos, incluso entre los miembros de la policía judicial, por ejemplo, algunos 

señalaron el término de 36 horas como tiempo máximo para adelantar los 

actos urgentes, otros por su parte, consideran que lo actos urgentes en materia 

de violencia sexual sólo son procedentes si los hechos ocurrieron de manera 

reciente” (Institución Educativa Conocimiento en Innovación para la Justicia, 

Fiscalía General de la Nación, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 

Forenses, 2015, pág. 29).

	 Aunque en Puerto Libertador existe fiscalía local y seccional no tienen investigadores 

judiciales permanentes, por lo que deben apoyarse en los 11 funcionarios de la Sijin 

de Montelíbano que ya están saturados, lo que favorece la configuración de un 

entorno de gran impunidad, al respecto un operador informó: “un número alto de 

investigaciones judiciales en la fiscalía local y seccional están desamparadas, sin 

avances en los programas metodológicos”. 

c)	 Con relación a la justicia administrativa para la atención de la zona rural, el 

caso de Tierralta es preocupante porque a pesar de contar con una población 

20   La información sobre la presencia institucional del sistema de justicia local en el sur de Córdoba se basa 
en el Mapa de Actores de Proyecto de Acceso a la Justicia AJA, actualizado a marzo de 2016.

21   Proyección poblacional de los cinco municipios para 2016 de acuerdo con cifras del Dane.

22  Proyección poblacional al 2016 de 43.956 de acuerdo a cifras del Dane.

23   Los actos urgentes son aquellas acciones que se requiere un actuar de inmediato para evitar la pérdida 
o alteración de elementos materiales probatorios o evidencia física, como inspección en el lugar del hecho, 
inspección de cadáver y entrevistas. (Fiscalía General de la Nación, 2009). 
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de 102.348 habitantes24, en su mayoría ubicados en la zona rural dispersa, solo 

tiene un corregidor, frente a Montelíbano y San José de Uré, que registran 

ocho corregidores cada uno. 

La conformación y puesta en funcionamiento de los Comités Locales de Justicia 

ha mejorado el reconocimiento entre los diferentes funcionarios de la justicia 

judicial, administrativa, comunitaria y propia, como un primer paso para el desarrollo 

de un trabajo articulado, que permita a mediano plazo desmontar las barreras de 

acceso asociadas a factores como: i) inconformidad con respecto al trabajo que 

deben cumplir los diferentes despachos por falta de voluntad y disposición de sus 

funcionarios, en este sentido un operador de justicia administrativa informó, cómo 

dentro de sus competencias está la de poner “tutelas para obligar la atención de otros 

operadores”, porque lo común en su municipio es la “justicia negada”; ii) percepción 

entre los usuarios de una administración de justicia que pareciera organizada “para 

no responder” de acuerdo con la demanda, sino en función de la comodidad del 

operador; iii) sospecha real o figurada de decisiones judiciales orientadas por “tráfico 

de influencias”; iv) tendencia desde algunos despachos a evadir la responsabilidad 

y desmotivar a la víctima, a través de la remisión de casos aunque estos sean de su 

competencia; y v) situación de orden público que impide cumplir con los procesos 

de investigación para delitos de alto impacto con la consecuente impunidad y su 

efecto intimidante sobre las personas. 

 Merece especial atención el limitado horario de trabajo que cumplen algunos 

operadores, cuya semana laboral efectiva es de tres días: de martes a jueves y 

afecta especialmente los juzgados, fiscalías y personería debido a que la familia de 

estos funcionarios vive en otro municipio. Esta situación no llega a configurar la falta 

de abandono del cargo, porque de acuerdo con el artículo 126 del decreto 1950 de 

1973, tiene que dejar de concurrir al trabajo por tres días consecutivos. En este caso, 

solo se tipifica un incumplimiento del horario laboral por no dedicación del operador 

al tiempo reglamentario para el desempeño de las funciones encomendadas. Este 

fenómeno se mantiene porque los funcionarios perciben que el régimen disciplinario 

es muy poco riguroso y que además el Consejo Seccional de la Judicatura y la 

Dirección Seccional de Fiscalías no tienen la capacidad de hacer seguimiento 

y control al cumplimiento de las funciones, a la productividad y calidad de las 

decisiones judiciales, lo que afecta de manera directa la eficiencia en la prestación 

de un servicio de justicia que como bien lo describieron algunos líderes y personas 

de la comunidad, “existe una institucionalidad invisible y funcional a los intereses de 

los operadores”. 

Otro elemento que fue identificado se relaciona con el desinterés de las autoridades 

locales para proveer los cargos correspondientes a la justicia administrativa que son 

de su responsabilidad y desarrollar políticas y estrategias, para mejorar el acceso 

al servicio. Se presentan desde casos extremos como la no provisión del cargo de 

24   Proyección poblacional al 2016 de acuerdo con cifras del Dane.
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comisario de familia, desde hace un año en San José de Uré, hasta la inasistencia a 

los despachos sin justificación que incluso puede ser de solo dos días en una semana 

y la alta rotación de los funcionarios para cumplir con las cuotas clientelistas, lo que 

tiene efectos negativos como: el nombramiento de operadores sin las capacidades 

requeridas para dar cumplimiento a las funciones asignadas, la personalización 

del ejercicio de la justicia bajo la figura del ‘recomendado’ y la percepción de esos 

cargos “como un puesto político que genera desconfianza”.

3.3.	Impunidad en los delitos de alto impacto

Para gran parte de los operadores entrevistados, la difícil situación de orden 

público ha generado que la justicia se ocupe de manera predominante de los 

conflictos y delitos menores que por su esencia, son más fácilmente judicializables. 

La debilidad institucional para enfrentar los delitos duros y de alto impacto, se hace 

visible en todos los municipios debido principalmente a que la investigación y la 

judicialización, en un alto porcentaje, están condenadas al archivo o preclusión por 

varios factores: 

a)	 Confinados en el despacho. La grave situación de orden público impacta 

la seguridad de funcionarios como los del CTI, “la policía judicial no puede 

cumplir con las labores de investigación en la zona rural porque son objetivo 

militar”, y aunque no han recibido amenazas ‘abiertas’ deben actuar con 

precaución porque en el territorio operan guerrilla y bacrim. Entre los 

operadores el pesimismo es generalizado debido a que “la expectativa de 

éxito de una investigación es casi nula”, para ellos el eslabón más débil en 

el proceso investigativo es la policía judicial por estar seriamente restringida 

para garantizar la recolección y calidad de la evidencia, razón por la cual la 

prueba sustantiva se traslada al testigo, lo que se convierte en un incentivo 

perverso para el victimario, quien bajo ninguna circunstancia va a ser 

capturado y judicializado por prueba testimonial. Para enfrentar la restricción 

en la movilidad de la policía judicial, algunos fiscales le solicitan a la comunidad 

que se encargue de recoger las pruebas para identificar al victimario, por 

ejemplo en el caso de homicidio, acción que supone alto riesgo de muerte o 

desplazamiento para quien se atreva a investigar.

b)	Ni denuncia ni prueba testimonial. Un sistema de justicia donde la prueba 

testimonial es clave no podrá en este territorio, por obvias razones, conseguir 

una sentencia condenatoria y esto abarca todos los escenarios, hasta el juicio. 

Para los funcionarios “una persona puede ser testigo presencial de un homicidio 

pero cuando llega la policía judicial, no dice nada” y no dice nada, porque 

definitivamente no hay garantías institucionales de protección a colaboradores 

y testigos. De acuerdo con pobladores de la zona rural “si alguien denuncia, al 

rato le mandan dos tipos en moto, y le dicen si sigue con la denuncia lo pelamos”, 

en esa medida, el miedo entre la población es permanente y tiene un carácter 
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altamente coactivo, por eso muchas veces no necesitan que se presente la 

amenaza de manera directa para frenar una denuncia, reclamo o demanda, 

porque todos saben “que si uno habla la pelona le llega en la tarde” y “si presenta 

denuncia le damos viaje” o “le mando a los paracos”. Ese temor también es 

estimulado por la falta de confianza en las instituciones, “las personas creen que 

es peor el remedio que la enfermedad, porque si se denuncia hay mayor riesgo”. 

En síntesis, los GAO saben que no necesitan amenazar al juez o fiscal, porque es 

más efectivo ejercer la coacción sobre la víctima o testigo, para conseguir que 

el proceso no se abra y el crimen quede impune. 

c)	 La pesada carga de la impunidad. Cuando la probabilidad de que un delito de 

alto impacto sea investigado y resuelto con sentencia condenatoria es muy 

baja, las acciones de justicia a favor de las víctimas, no pueden materializarse. 

Para delitos como el homicidio varios fiscales y otros operadores señalaron 

que la impunidad está en un 90%. Al respecto, un fiscal indicó que de los 

288 casos de homicidio que maneja su despacho (desde 2008 a la fecha) la 

probabilidad de resolverlos es mínima y muy alta la decisión de archivo, por 

prescripción. De acuerdo a otro funcionario de 10 casos de VIF que remite 

por oficio a la fiscalía, en el 50% hay desistimiento y el otro 50% estaría en 

alto riesgo de abandono, por falta de información a la víctima y lentitud del 

proceso. El fenómeno de impunidad se dimensiona más, cuando se suman 

los casos que ni siquiera se denuncian por miedo o porque llegan a la justicia 

paralela, y que superan para muchos de los operadores el 60%. 

	 Si la administración de justicia no puede responder con eficiencia, el usuario no 

la tendrá como una opción predominante y optará por no denunciar, retirarse 

del caso después de un tiempo de espera sin resultados, acudir a la justicia por 

mano propia o presionar su respuesta a través de la tutela para hacer efectivo 

un derecho; esta última situación que denominan como “justicia entutelada” 25 

es muy común en el territorio y concentra parte de la carga en los juzgados y 

personerías. 

Otros factores identificados se relacionan con: i) el precio de un pasaje de la zona 

rural a la cabecera municipal que equivale, como lo informaba una funcionaria, al 

costo de una semana de mercado de una familia de cinco miembros; ii) alta rotación 

y traslado de operadores como comisarios de familia y policía judicial lo que impide 

su actuación en la etapa de juzgamiento como testigos por haber remitido o 

investigado por competencia el caso; y iii) desconfianza sobre el desempeño de la 

fuerza pública por los hechos conocidos de connivencia con las AUC y las bandas 

criminales, lo que hace que las personas no perciban ninguna razón o responsabilidad 

de efectuar una denuncia.

25   El término hace referencia al uso recurrente de la tutela, que abarca desde la protección de los derechos 
fundamentales hasta proceso ordinarios porque el ciudadano percibe que es la tutela la vía para obtener una 
pronta justicia y como resultado los jueces deben dedicar buena parte de su tiempo a resolverlas.
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3.4.	Amplia oferta de justicia paralela 

La entrada y consolidación de las FARC, las AUC y las bacrim han estado 

marcadas por: i) periodos de violencia extrema asociados no solo a enfrentamientos 

por el control del territorio; ii) un ejercicio del poder y sometimiento de la población 

soportados, en una oferta de seguridad que penaliza de manera violenta las 

infracciones al código impuesto; y iii) la prestación de un servicio de justicia para 

solucionar la conflictividad y controlar los delitos en comunidades urbanas y 

particularmente en rurales, que no cuentan con presencia institucional. 

A diferencia de las AUC y las bacrim, las FARC son percibidas por operadores 

y miembros de la comunidad como “más cercanas”, “menos mortales” y “más 

vinculadas a las organizaciones comunitarias” en el manejo y aplicación de la 

justicia, la regulación de los comportamientos y las condiciones de seguridad. Tal 

percepción no es ajena al hecho de cómo se han desarrollado las prácticas de justicia 

de la guerrilla en los campos militar y político. La aplicación de justicia en el ámbito 

militar, ha tenido como objetivo la vigilancia y el ordenamiento del territorio a fin 

de garantizar la seguridad del aparato armado. En el ámbito político, ha buscado 

la configuración de una base social al ofrecer solución a los conflictos de intereses, 

que se presentan entre miembros de la población civil o al atender algunos de los 

problemas de las comunidades (de Sousa Santos & García Villegas, 2001, pág. 391). 

3.4.1.	 Diferencias en el para qué y el cómo 

En toda la región la oferta de justicia paralela es amplia, para muchos es la “única 

que existe y es efectiva tanto en zona urbana como rural”, ellos “citan y resuelven” 

aunque entre los dos grupos, FARC y bacrim, existan diferencias sustantivas, en el 

‘para qué’ y ‘el cómo’. 

Las bacrim aplican acciones de justicia a través de dos modalidades: la primera la 

del “justiciero” que trabaja por encargo, previa autorización del comandante. Cobra 

por hacer la “vuelta” y “actúa de una” con arreglos “por la vía de hecho: paga o paga” y 

el beneficio que persiguen es de carácter eminentemente económico. La segunda es 

la denominada justicia de “oficio” que tiene como objetivo garantizar la hegemonía y 

control de la banda en la población, a través de sanciones muy fuertes y ejemplarizantes 

a quienes incumplan los códigos impuestos y asegurar un orden preestablecido para 

el desarrollo de sus negocios. La aplicación de esa justicia de “oficio” es la responsable 

de algunos de los homicidios que se presentan donde las víctimas son o miembros 

de la banda que estaban traficando de manera independiente o delincuentes que 

se atrevieron a extorsionar en nombre de la bacrim, éste tipo de violencia homicida 

fue confirmada por un fiscal, al señalar que en lo corrido del año se han presentado 

tres muertes selectivas por este móvil. La idea que tienen en el territorio es que la 

aplicación de la justicia por parte de la bacrim es más mortal y sin ningún aviso de 

advertencia, “aparece la moto robada y el que la robó, muerto”. 
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Las FARC no tienen la dinámica del “justiciero”. Ofrecen la aplicación de una 

justicia para arreglar la conflictividad doméstica, enfrentar los delitos de alto 

impacto y garantizar condiciones de seguridad, con la ‘limpieza’ de delincuentes. En 

términos generales el delito está tipificado, la sanción establecida y las actuaciones 

de acuerdo con quienes viven en su zona de influencia, están precedidas por un 

juicio “a través de un tribunal donde hacen careo” y cuya decisión ‘jurídica’ no 

siempre garantiza que sea en derecho. En las zonas de influencia especialmente 

en la parte de montaña “todos los conflictos son dirimidos a través de ellos” o de 

las JAC bajo el aval y las condiciones de las FARC. Aplican la justicia y regulan 

los comportamientos por medio de tres avisos, o lo que se conoce como la ley 

del tercer strike: “aquiétese”, “se va” y por último la “pena de muerte”, no así en el 

caso de violación sexual, donde es muy poco probable que el victimario escape a la 

pena capital, las personas de la comunidad lo tiene claro: “los violadores saben para 

donde se van” los casos no llegan ni a denuncia. 

Sea con el clan del Golfo o los frentes 5 y 58 de las FARC las víctimas y victimarios 

saben que no pueden, bajo ninguna circunstancia, evadir el cumplimiento de 

lo establecido o negociado y que la pena o castigo es de estricto cumplimiento, 

contrario  a lo que pasa con la justicia formal, a la que perciben como inoperante, sin 

capacidad de judicialización ni de sanción por incumplimiento de contrato. 

La comunidad rural no solo identificó diferencias en la aplicación de la justicia sino 

también cuestionó la supuesta ‘imparcialidad’ de la guerrilla, porque perciben que 

esa justicia de “aquí para adentro se volvió viciada”, tiene “impunidad” y “favorece 

a los amigos”. Además denuncia el que ya no está tan interesada en ayudar a 

resolver los conflictos, “antes hacían reuniones donde advertían los castigos para 

los que robaran, los viciosos, los violadores” actualmente no pasa nada, ahora “ellos 

están en su negocio y no para ayudar a resolver los problemas”. Actualmente, en 

el sur de Córdoba y en otras regiones, las FARC se encuentran en un proceso de 

transición acerca de la forma de impartir justicia por dos vías: i) el reconocimiento 

amplio de las JAC a través de su comité de mediación para trabajar los casos de 

conflictividad doméstica; y ii) la aceptación de la justica formal con la remisión de 

casos e información al usuario de la ruta de atención. 

3.4.2.	 Entre dos regulaciones 

Las comunidades se encuentran presionadas por dos códigos de regulación que 

incluyen un repertorio amplio de castigos, humillaciones y trabajos, que no siempre 

concuerdan y que son aplicados por los GAO. Uno de los casos que ilustra de 

manera clara la situación, tiene que ver con la orden que dio el clan del Golfo en 

un corregimiento de prohibir que los cerdos deambularan por la zona, por lo que 

establecieron que a todo cerdo que se encontrara en la calle le dispararan, pero 

luego las FARC llegaron y dieron otra orden “aléjense de esa ley” y “pongan cerca”. 
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La imposición del sacrificio de animales es una práctica heredada de las AUC que 

estaba asociada a dos factores: el primero que podían obstaculizar el tránsito de los 

vehículos que transportaban drogas y armas y para el caso de los cerdos, porque 

ensuciaban el entorno y querían pueblos limpios, sin animales sueltos (Centro 

Nacional de Memoria Histórica, 2011, pág.128).

 A diferencia de las FARC que imponen un trabajo de tipo comunitario para 

mejorar y limpiar los caminos, las bacrim individualizan la responsabilidad, mandan 

a cada propietario de parcela a poner “trancas de entrada y puerta de golpes” 

y a “limpiar el camino”, anteponen sus intereses de ‘orden y seguridad’ a los del 

colectivo y no esperan fortalecer procesos de organización comunitaria. Frente a 

la presencia en alianza de estos dos grupos armados organizados en el territorio, 

la comunidad responde y “se le debe” al que tenga la mayor fuerza para “definir y 

aplicar las regulaciones” y solucionar los conflictos, aunque en la zona esté la fuerza 

pública. Sin embargo, el clan del Golfo fue identificado como el más arbitrario y 

violento en la aplicación de los castigos por infracciones que abarcan desde el cobro 

de multas hasta “limpiar un camino sin recibir comida durante un día, desmalezar 

con una rila sin afiliar para que se rompan las manos, recoger basura en el pueblo y 

tapar huecos”. 

3.4.3.	 Las indignaciones: humillación y vergüenza extremas 

Solo dos de los funcionarios entrevistados se refirieron a las “indignaciones” 

como un tipo de castigo que comporta una humillación y vergüenza extremas y 

que es aplicado por las bacrim al relatar un caso donde por una pelea pusieron “a 

las mujeres a barrer las calles desnudas con un letrero en el pecho”. Aunque entre 

las diferentes comunidades, funcionarios y operadores se indagó sobre este tipo de 

castigo, nadie reportó tener conocimiento alguno de esta práctica degradante que 

incluye la desnudez forzada, aunque si advirtieron de eventos donde las ponen a 

barrer las calles del pueblo tarde en la noche mientras exhiben un letrero que informa 

el por qué cumplen ese castigo. No solo se trata de códigos y pautas de extrema 

dureza para controlar el cuerpo y la conducta de las mujeres, sino también de la 

imposición de penas por su eventual incumplimiento, con alta carga de violencia y 

humillación. Las AUC fueron las que establecieron y aplicaron este tipo de sanción 

extrema para condenar cualquier intento de resistencia de las mujeres y obligar su 

sometimiento por el miedo, la vergüenza y el escarnio público, por eso las bacrim 

como herederas de las AUC, la aplican por su gran capacidad de intimidación.

Debido a la intervención, regulación y control de los comportamientos y la vida 

cotidiana por parte de los GAO, las comunidades afectadas han perdido la capacidad 

de percibir la real dimensión de la aplicación de la violencia para la imposición de un 

orden social y el efecto que esta tiene en el moldeamiento de los comportamientos 

de los hombres y especialmente de las mujeres, con la reproducción de patrones 

extremadamente machistas. Así lo plantearon “los dos actores pueden tener 
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diferencias, pero a la hora de la verdad actúan, si usted desobedeció tome para que 

lleve”, “ellos tienen su doctrina, si el marrano se sale a las 4 hay que matarlo”, a “las 

mujeres que pelean las ponen a barrer el cementerio y les colocan una cartelera” no 

se puede hacer nada, porque a “uno lo neutralizan”. Y efectivamente es así, porque 

el mensaje de advertencia para los posibles retadores o infractores tiene una gran 

carga de miedo y de afectación moral por la vergüenza y humillación que comportan 

esos castigos. 

3.5.	La desconfianza, un obstáculo de peso

La dinámica del conflicto armado ha incrementado las restricciones de la justicia 

formal para responder de manera eficiente y oportuna por la satisfacción de las 

necesidades jurídicas de las personas, sanear las administraciones locales y recuperar 

la credibilidad en las instituciones. Los mayores o menores niveles de confianza 

están asociados con la calidad, transparencia y eficiencia de la administración de 

justicia, de ahí que recuperarla cuando se ha deteriorado, sea muy complejo porque 

la sospecha sobre sus actuaciones siempre estará presente, aunque las decisiones 

judiciales sean ajustadas en derecho. 

La desconfianza es extensa no solo de las personas hacia la institucionalidad local 

y el sistema de justicia, sino también entre los operadores y se sustenta en varios 

factores:

a)	 Un sistema en disposición para no responder. La queja recurrente entre los 

miembros de la comunidad es que la administración de justicia “no responde 

como debe responder”. Para algunos la denuncia puede entrar al despacho 

pero el problema es que el sistema está más preparado para la ineficiencia 

por ser lento, no entregar información clara sobre el estado del proceso 

y despertar la sospecha fundada o no “sobre el riesgo de amañe de los 

términos”. Pueden estar los funcionarios necesarios en el territorio, pero no las 

capacidades ni las condiciones profesionales para cumplir con sus funciones 

debido a la falta de seguimiento y control sobre la eficiencia, oportunidad y 

calidad de las decisiones judiciales y a la politización de los cargos de la justicia 

administrativa, que de acuerdo con un operador tiene un efecto negativo en 

la credibilidad de las personas como en el caso del inspector de policía al que 

los usuarios “no le tienen confianza porque ven este puesto como un cargo 

político, lo que recarga el trabajo de la administración de justicia”. 

b)	Quién es quién. El miedo que ha acompañado a las comunidades como un 

elemento de protección, se ha convertido en un estado de zozobra permanente, 

de bloqueo y sospecha sobre todo y todos. La situación de suspicacia entre la 

población, se agudiza cuando se trata de los diferentes despachos que hacen 

parte del sistema de justicia, de ahí la falta de denuncia “las personas no entran 

por falta de confianza, no hay abordaje inicial”. Para los potenciales usuarios 
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la sospecha sobre actuación de un determinado operador, los protege de un 

posible riesgo porque no saben si está cooptado, “póngase a denunciar para 

que vea” de ahí que algunos prefieran hacer un arreglo con los jefes de grupo 

armado organizado, que poner una denuncia en la Sijin o en la fiscalía. 

c)	 Cooptación por miedo o soborno. En territorios con presencia de GAO y de 

una extensa economía criminal como el sur de Córdoba, los operadores del 

sistema de justicia como fiscales, policía judicial y jueces presentan un mayor 

riesgo de cooptación negociada, o impuesta por amenaza a su integridad. 

Para la comunidad estos operadores están más expuestos a la influencia de 

las bacrim, tal afirmación la respaldan en las denuncias, investigaciones y 

fallos judiciales adelantados contra jueces y fiscales por favorecimiento a los 

integrantes de las bandas, y parcialidad a favor de ciertos agentes con poder 

regional. En efecto, a principios de 2011 en un Consejo de Seguridad celebrado 

en Montería se examinaron estadísticas que mostraban que apenas la mitad 

de los capturados por pertenecer a bandas criminales llegaba a juicio, una 

quinta parte a condena y sólo en 1 de cada 100 casos estaría relacionada con 

vinculación a las bandas, debido a que la mayoría lo son por delitos menores 

muchas veces excarcelables (Centro de Coordinación y Acción Integral, 2011, 

pág.14). 

	 En un caso más reciente de agosto de 2013, la juez de control de garantías 

de Puerto Libertador fue suspendida por tres meses por presuntos vínculos 

con las bacrim. La denuncia fue interpuesta por el gobernador de Córdoba 

quien señaló que la “funcionaria estaría ayudando, con decisiones judiciales, 

a miembros de bandas criminales”. Esta jueza también fue señalada de 

apropiarse de 70 millones de pesos que estaban embargados por una deuda 

del Camu Divino Niño en el mismo municipio, por lo que fue destituida del 

cargo e inhabilitada por 20 años para desempeñar funciones públicas (El 

Universal, 2013 y El Meridiano de Córdoba, 2015). En este sentido, algunos 

operadores se preguntaban ¿qué tanto las fallas reiteradas en el proceso de 

captura o de recolección de pruebas que presenta la administración de justicia 

judicial son intencionales, generadas por las condiciones de orden público o 

por ineficiencia? 

Para la comunidad es claro que persiste algún tipo de connivencia entre la fuerza 

pública y estos grupos, creen que el contacto que tienen de manera permanente 

con lo más duro del crimen y la delincuencia los expone a riesgos de corrupción 

y los convierte en un eslabón más para la ampliación de la economía criminal, en 

palabras de uno sus miembros “lo legal es amigo de lo ilegal”. En efecto, refirieron el 

caso de sobornos a la fuerza pública para llevar a cabo sus actividades y garantizar 

el paso pimpinas de gasolina ($ 130.000 por cada una) y otros insumos para el 

procesamiento de la droga. 
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3.6.	Enfoque de género: una débil e inadecuada respuesta 

De acuerdo con la información entregada por los operadores, los delitos de 

mayor impacto que afectan directamente a las mujeres son la violencia intrafamiliar, 

la violencia y abuso sexual y la inasistencia alimentaria y las que presentan un mayor 

subregistro por la falta de denuncia. Las mujeres desconfían de la administración de 

justicia, consideran que de poco sirve acudir a ella para resolver sus conflictos, la 

perciben como altamente ineficiente, distanciada de sus necesidades jurídicas, llena 

de trámites complicados que hacen extremadamente lentos los procesos y terminan 

por desalentar la denuncia y estimular el disentimiento por desgaste debido a la falta 

de resultados. La ruta de acceso la advierten más como una carrera de obstáculos, 

que como un medio para disminuir la inequidad, obtener una igualdad efectiva y 

facilitar una atención adecuada de acuerdo al tipo de necesidad jurídica.

3.6.1.	 La jurisprudencia todavía a la espera  

A pesar de los avances en la jurisprudencia que presenta el país para prevenir y 

enfrentar de manera oportuna e integral los problemas de violencia contra las mujeres 

y disminuir las barreras que afectan seriamente la protección de sus derechos, el 

problema ha sido la limitada incorporación del enfoque de género, por parte de los 

operadores de justicia. Las resistencias para su aplicación están presentes no solo 

por ignorancia sobre estos logros normativos, sino también por desacuerdos frente 

a las medidas de compensación que estas leyes y normas incluyen para reducir las 

barreras y serias desventajas que tienen para la defensa eficaz de sus derechos e 

intereses. La administración de justicia no puede evadir la responsabilidad que tiene 

frente a esta situación, pues al hacerlo ahonda la discriminación por género en la 

atención y las decisiones judiciales. Aunque la jurisprudencia por sí sola no amplía y 

fortalece la capacidad institucional, si es un componente básico para poder cumplir 

con el objetivo, de atender de manera integral sus necesidades jurídicas y garantizar 

mecanismos de protección. 

La mayoría de los operadores entrevistados reconoce la importancia que tiene la 

normativa para promover la igualdad efectiva de las mujeres ante la justicia, no se 

opone a su aplicación pero tampoco muestra un interés efectivo para configurar una 

oferta que ofrezca medidas diferenciadas y adecuadas. Persiste no solo la idea de 

falta de capacidad institucional, sino la de severas dificultades para que el sistema de 

justicia local produzca una respuesta mínimamente satisfactoria y oportuna, lo que se 

reflejó en varias de las observaciones que realizaron, “la violencia contra las mujeres 

es muy alta pero también el desistimiento”, es “importante manejar con enfoque 

diferencial las investigaciones, pero eso requiere formación” y es muy difícil lograr el 

restablecimiento de derechos cuando “la impunidad en las demandas de alimentos 

(con demandado que puede responder) es muy alta y ronda el 90%”. 
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Además la ruta de acceso no está preparada para responder de manera oportuna 

a los casos de VIF y abuso y violencia sexual, por falta de interés y compromiso 

de algunos operadores de justicia judicial: “víctima que llega, víctima que se 

revictimiza”. Un juez llegó a afirmar que “hay que tratar en los casos de VIF de aplicar 

la conciliación como mecanismo jurídico para que no llegue ante la justicia judicial y 

así descongestionar los despachos”; en esa misma línea, varios fiscales consideraron 

efectiva la utilización de la figura de indemnización integral26 para finalizar un caso 

de violencia contra la mujer, y aunque aclaran que su aplicación está acompañada 

de acciones de no repetición, el problema adicional es que el sistema no está 

preparado para materializarlas ni verificarlas y en esa medida, la respuesta no puede 

calificarse como adecuada porque minimiza y desestima el riesgo al que la víctima 

sigue expuesta en el círculo familiar porque solo si “hay nueva agresión ya no hay 

nuevamente reparación integral” como lo refirió el fiscal para lo cual en caso de 

repetición, si se le daría trámite procesal al nuevo hecho de violencia. 

3.6.2.	 El riesgo de decisiones judiciales influidas por 	
patrones machistas 

En este territorio, las mujeres han sido expuestas durante décadas a violencias 

extremas y sistemáticas ejercidas por los actores del conflicto armado como un 

acto de dominación sobre su cuerpo y comportamiento. Este escenario de abuso 

ha exacerbado los patrones machistas responsables de la violencia de pareja, 

y afectado la capacidad de muchas mujeres de percibir situaciones críticas de 

vulneración de derechos, así lo indicaron “las mujeres nos sentimos con las manos 
atadas y a pesar de todas las capacitaciones seguimos sumisas y no denunciamos”. 
La decisión bajo las anteriores condiciones de acudir ante la justicia para la mujer 

víctima es compleja, por eso lo que menos se esperaría es que la administración de 

justicia se encuentre contaminada como lo denunciaban “por creencias culturales 
machistas”, donde el ejemplo más común está relacionado con la resistencia que 

presentan algunos operadores a recibir y darle curso a la denuncia de VIF, bajo 

la idea preconcebida de que la mujer siempre vuelve con su pareja. La actitud de 

minimizar la violencia contra la mujer, amplia el riesgo de venganza en contra de la 

víctima y su familia porque el sistema no tiene ningún mecanismo de seguimiento a 

esas denuncias, lo que fue confirmado por los operadores consultados.

El criterio machista no viene solo, está acompañado por múltiples remisiones, 

una precaria información y asesoría jurídica, una escasa comunicación sobre las 

condiciones y etapas del proceso y falta de garantías de confidencialidad. Cuando 

26  De acuerdo con el Artículo 42 de la Ley 600 de 2000  la Indemnización integral: “En los delitos que 
admiten desistimiento, en los de homicidio culposo y lesiones personales culposas cuando no concurra 
alguna de las circunstancias de agravación punitiva consagradas en los artículos 110 y 121 del Código Penal, 
en los de lesiones personales dolosas con secuelas transitorias, en los delitos contra los derechos de autor y 
en los procesos por los delitos contra el patrimonio económico cuando la cuantía no exceda de doscientos 
(200) salarios mínimos mensuales legales vigentes, la acción penal se extinguirá para todos los sindicados 
cuando cualquiera repare integralmente el daño ocasionado” (Secretaria del Senado de la República, 2000)  
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6389 
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hay respuesta, en muchos de los casos, esta es inadecuada y poco pertinente por 

lo que las mujeres terminan desistiendo o tomando decisiones que no satisfacen 

mínimamente su necesidad jurídica. 

El que la denuncia sea atendida no garantiza que el sistema esté en condiciones 

para dar una solución integral y adecuada. Se puede contar con operadores 

capacitados y sensibles en materia de género para atender el caso, abrir la 

investigación, recoger material el probatorio y darle posterior apertura al proceso, 

pero como lo informaban no hay manera de realizar un acompañamiento psicosocial 

a la víctimas ni garantizar medidas de protección, situación que fue confirmada por 

las líderes en los grupos focales: “nosotras las mujeres somos las más vulnerables, 
especialmente cuando saben que somos líderes que ayudamos para que las mujeres 
accedan a la justicia”.

Un factor que merece ser analizado es lo que pasa con las mujeres indígenas que 

son afectadas por la violencia y el abuso sexual, en el marco de la justicia propia 

y la justicia formal. Las comunidades indígenas tienen una jurisdicción especial y, 

por lo tanto, unos procedimientos específicos dentro de la justicia ordinaria con 

una tramitología particular, y en esa medida las mujeres no solo deben entender 

el procedimiento judicial de la justicia ordinaria (que por sí mismo es bastante 

complejo), sino la particularidad de los ordenamientos para los pueblos indígenas, lo 

cual dificulta doblemente el tránsito de las mujeres por el sistema de administración 

de justicia (DeJusticia, 2013, pág.80). Además, la justicia propia no escapa a los 

esquemas sexistas y discriminatorios lo que hace que las mujeres indígenas sufran 

una doble marginalidad: la de una justicia formal que desconocen, a la que no tienen 

un fácil y equitativo acceso y la de su jurisdicción especial frente a la que temen 

denunciar como lo evidencia la Onic, debido a que en muchos casos no les creen 

o son rechazadas y estigmatizadas por los mismos miembros de su comunidad. 

También refieren a que en no pocas ocasiones cuando las mujeres indígenas se 

atreven a hablar de los atropellos de los que están siendo víctimas, se les acusa de 

‘hacer guerra’, pues con este tipo de denuncias generan controversias y problemas 

que para las autoridades tradicionales resultan difíciles de resolver (DeJusticia, 2013, 

pág.83). 

El proceso de reconocimiento y articulación entre la justicia formal y la propia 

presenta avances importantes en los municipios de Montelíbano, San José de Uré 

y Puerto Libertador, con el desarrollo de acuerdos de trabajo interjurisdiccional, de 

compromiso efectivo de colaboración y de garantía de atención diferenciada, lo que 

debe ser aprovechado para el desarrollo de un trabajo conjunto que permita evaluar 

qué tanto, los dos sistemas de justicia están respondiendo en materia de enfoque de 

género y diferencial y si sus representantes tienen en cuenta el impacto diferencial 

que delitos como la VIF, el abuso y la violencia sexual y la inasistencia alimentaria 

tiene especialmente en las mujeres. 



53

En cuanto al enfoque diferencial, en el caso del sur de Córdoba se han desarrollado 

importantes avances en relación con la articulación de la justicia formal y la justicia 

propia, a partir de la construcción de protocolos de coordinación, que incluyen: 

respeto interjurisdiccional, apoyo interinstitucional y adopción de un modelo de 

atención en los municipios de Montelíbano, San José de Uré y Puerto Libertador. 

En el caso del municipio de Tierralta, después de dos años de acercamiento e 

interlocución entre el Proyecto AJA y el pueblo Embera-Katío, se espera contar, en 

el corto plazo, con la firma de un protocolo de coordinación y reconocimiento para 

emprender un proceso de fortalecimiento de la justicia propia. 

4. 	LA CONSTRUCCIÓN DE PAZ: 					   
UNA APUESTA ATENAZADA POR EL MIEDO

A la pregunta de cómo percibían el proceso de paz y la posibilidad de un postconflicto 

campesinos, indígenas y mujeres en su gran mayoría aunque le apuestan a los diálogos 

de paz, creen que su firma fortalecería y potenciaría a las bacrim y a otras organizaciones, 

debido a que muchos desmovilizados de las FARC pasarían a engrosar sus filas o a 

formar sus propios grupos. En ese sentido, existe un gran temor e incertidumbre frente 

a la capacidad de respuesta del Estado para evitar que el ‘territorio despejado’ sea 

ocupado por otros actores armados organizados que reproduzcan los efectos que 

tuvo sobre su territorio, la cuestionada desmovilización de las AUC. 

4.1.	 Adecuar su acción para dominar los recursos criminales

Para Francisco Gutiérrez, uno de los factores que explica la prolongación del 

conflicto armado en Colombia ha sido la asimilación de destrezas o el reclutamiento 

de personas experimentadas de los ciclos de violencia anteriores, por parte de nuevos 

o renovados actores armados (Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas, 2015, 

pág. 28). En efecto, las personas de las comunidades creen que los reductos que no 

acepten la desmovilización se van a reagrupar con el clan del Golfo, porque mientras 

exista economía criminal ningún grupo armado organizado va a renunciar al control 

sobre el territorio, las rutas y los negocios ilegales, ni a permitir que caiga bajo el 

dominio de otro grupo armado organizado. La percepción entre los pobladores es que 

la economía de la droga es un riesgo que el gobierno debe atender porque “siempre va 
a existir la semilla en alguna parte,” para estos mientras continúe el estímulo impuesto 

y el patrocinio con recursos, compra de cosecha y protección por parte del grupo 

armado, el cultivo y otros ingresos ilegales, los GAO van a permanecer en la zona.

En esta misma línea, analistas del conflicto plantean como la economía ilegal 

ha influido en la prolongación del conflicto, pues, pese a los hondos desarreglos 

que producía en las economías regionales (por ejemplo, en la producción agrícola 

o ganadera debido a la ausencia de los empresarios locales ante el secuestro y 

la extorsión), a su turno, irrigaba recursos que permitían mantener viva la vida 

económica local así fuesen estos capitales de origen ilegal (Comisión Histórica del 
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Conflicto y sus Víctimas, 2015, pág. 60). Ante la existencia de grandes fuentes de 

financiación legal e ilegal es válido preguntar si ¿Habrá ruptura de la alianza actual 

o formalización de otras alianzas, como parte de la renovación de estrategias y 

tácticas para adecuar las acciones hacia el control de la economía criminal? O ¿Si la 

estructura de las bacrim va a derivar hacia un objetivo antiguerrilla para conseguir 

el control territorial?

4.2.	El temor a una reedición del conflicto

El miedo que expresan las comunidades es grande y lo sustentan en la incapacidad 

del Estado para controlar el territorio. Para los pobladores la historia cuando se 

desmovilizaron las AUC se va a repetir con: i) el incremento de hechos violentos; ii) 

la revictimización de las comunidades y la criminalización del conflicto a través de 

la utilización de estrategias como los asesinatos selectivos dirigidos a quienes se 

sospeche fueron simpatizantes, colaboradores o hicieron parte de las FARC; iii) el 

amedrentamiento de la población por medio de acciones violentas y ejemplarizantes 

para conseguir su acatamiento; iv) el desplazamiento, las amenazas y los asesinatos  

contra demandantes de tierras; y v) el enfrentamiento entre los diferentes grupos 

que surjan, todos estos como fenómenos postdesmovilización. Lo que significó la 

entrada y consolidación de las AUC en el sur de Córdoba es un referente cercano 

en la memoria de las personas, de ahí que muchas se pregunten: ¿Qué va a pasar 

con las comunidades que han estado dominadas por las FARC? ¿Vamos a quedar 

como población civil entre varios fuegos?, y lo preguntan porque sienten que como 

“campesinos no tenemos forma de hablar, nosotros nos sometemos a las leyes de 

los grupos armados porque si no, tenemos problemas”.

Como bien lo plantea Arjona, el recurso al terror por parte de los destacamentos 

armados se explica en razón al valor estratégico del territorio que obliga un alto 

nivel de cooperación por parte de la comunidad establecida en su área de influencia, 

y que no puede lograrse fácilmente en corto tiempo; en ese caso, el actor armado 

destierra o elimina a la población y la ‘repuebla’ con inmigrantes más ‘cooperativos’. 

Frente a dos o  más agrupaciones armadas se puede alterar el horizonte de tiempo 

que define la estrategia del grupo en referencia; en este caso el corto plazo es 

prioritario, pues no se puede esperar a una consolidación lenta del orden local 

(Cinep-Odecofi, 2008, págs. 20-21). 

Un elemento altamente relevante es la influencia de una cultura paramilitar que 

de acuerdo con los líderes y funcionarios está presente y arraigada en la zona, 

lo que puede ser un factor de riesgo de reproducción del fenómeno de lucha 

contrainsurgente y depuración si el Estado no le garantiza la seguridad a los 

reinsertados lo que a su vez, puede motivar la creación por estos, de mecanismos 

ilegales de defensa. Las décadas de conflicto y la posibilidad del acuerdo pueden 

por las condiciones de este territorio, afianzar procesos de derechización que 

estimulen y justifiquen acciones contra los desmovilizados, no hay que olvidar que 
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las FARC son también responsables de la sistemática aplicación de violencias y 

victimización. Al respecto, los miembros de la comunidad señalan como argumento 

sólido, la impunidad que soporta la justicia frente a los delitos de alto impacto y la 

falta de garantías de protección como factores de primera línea para la repetición 

de hechos víctimizantes.

4.3.	¿Y qué se espera de la justicia formal?

Para la comunidad y los operadores el postconflicto no va a estar probablemente 

soportado en una administración de justicia eficiente como medio fundamental para 

la construcción de paz y la recuperación de la confianza de los ciudadanos frente a su 

funcionamiento, para ellos “si la justicia formal no es capaz de atender los conflictos 
que tenemos, tampoco lo será para responder en ese escenario”. En este contexto de 

conflicto uno de los objetivos clave, es el de pasar de una justicia paralela donde el 

fusil ha sido el carácter vinculante del fallo y del cumplimiento de la pena o sanción 

motivado por la cultura del miedo, a una justicia operativa, cercana y eficiente que 

garantice resultados para no ahondar más en la desconfianza y la impunidad. 

La otra cara de la moneda es la aplicación de medidas efectivas de protección 

sobre reclamantes de tierras, líderes e indígenas que estarían expuestos en el proceso 

a sufrir hechos víctimizantes. Para las personas consultadas la seguridad pasa por el 

desarrollo de acciones sostenidas e integrales para la recuperación del territorio y el 

imperio de la ley, y por una real aplicación de la justicia y su aparato judicial por la 

vía de una acción efectiva en la judicialización de los victimarios y la satisfacción de 

los derechos de la víctima, especialmente con los delitos de mayor impacto como el 

despojo donde, de acuerdo con un informe del Centro de Coordinación de Acción 

Integral (2011) hoy en este territorio, entregar un título de propiedad a un campesino 

constituye, en la mayoría de los casos, la entrega de una sentencia de muerte.

Para César Solanilla, consultor del Proyecto AJA, la respuesta del sistema de justicia 

debe ser integral. En ese sentido, una justicia para el postconflicto debe involucrar 

no solo a la justicia transicional, sino ir de la mano de una estrategia de seguridad 

que desconcentre las instituciones judiciales hacia el territorio, Fiscalía General de la 

Nación, Consejo Superior de la Judicatura, Jurisdicciones Ordinaria y Contencioso 

Administrativa y acompañados de los Cuerpos de Investigación Criminal y el Instituto 

Nacional de Medicina Legal. 

Esto lleva además a repensar los estándares de trabajo del sistema judicial, que 

requieren plazos razonables para la resolución de conflictos, publicidad de sus 

actuaciones para evitar la corrupción, apertura a las salidas alternas negociables y 

conciliables en los procesos judiciales y especialmente la promoción de una cultura de 

cumplimiento. Todo lo anterior con el entendimiento por parte del operador judicial 

acerca de cómo los conflictos que resuelve no son jurídicos sino sociales y por lo 

tanto, sus decisiones deben ser cumplidas materialmente frente a la sociedad para 

que no se queden en el papel y sean una tutela verdadera y efectiva de los derechos 

fundamentales en el territorio.
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En el sur de Córdoba, la restitución y titulación de tierras son el ejemplo más 

directo de una justicia, que debe reconfigurar su oferta para que responda de manera 

coherente a una demanda que busca y necesita de manera prioritaria, reparar los 

efectos que ha traído el conflicto armado, donde la cuota de despojo y abandono 

forzado ha sido muy alta porque para los GAO un factor determinante en el dominio 

del territorio ha sido el control sobre la propiedad de sus tierras. En efecto, la 

influencia en el territorio les ha permitido asegurar toda la cadena productiva de 

los negocios ilícitos en tierras de fertilidad óptima, localización privilegiada, notable 

abandono institucional y violencia tolerada o legitimada (Centro de Coordinación y 

Acción Integral CCAI, 2011, pág. 62). De cara al postconflicto la tutela efectiva de los 

derechos fundamentales de la población afectada debe atender de manera eficiente, 

simultánea y en un plazo razonable, las condiciones de seguridad (reclamantes y 

operadores de justicia) y las acciones judiciales para evitar que se siga presentando el 

despojo y apropiación violenta por parte de los grupos armados organizados, que se 

van a disputar el territorio y garantizar así el retorno de los reclamantes. 

No hay que olvidar que el más reciente de los casos de homicidio a líderes 

de tierras ocurrió en Tierralta el 3 de octubre del 2015, donde fue asesinado Luis 

Enrique Hernández, miembro reciente de la Mesa de Víctimas y representante de las 

reclamaciones del pueblo afro (Verdad Abierta, 2015). En este escenario de conflicto 

armado los asesinatos a líderes han sido una constante como el uso de las amenazas, 

uno de los líderes de restitución  de tierras Emilio Zuluaga “asegura que tiene 

conocimiento de amenazas directas contra 15 líderes de procesos de restitución en 

Córdoba, pero ese número representa a muchas familias que también, indirectamente 

son víctimas de las intimidaciones” (El Heraldo, 2015). Un ejemplo es la ratificación 

de las amenazas, en el presente año a Rosa Amelia Hernández, lideresa de tierras a 

través de un panfleto que hicieron circular en varias regiones del país a nombre de 

las Águilas Negras (El Universal, 2016) con el objetivo de amedrentar la lucha por las 

víctimas en Carmen de Bolívar, Córdoba, San Jacinto, Montes de María, Niquí, Tarazá, 

San Antero, Tierralta, entre otros (La Silla Vacía, 2016). Otro liderazgo amenazado, 

es el de Nuris Vidal, activista de restitución y representante legal del Comité Civil de 

Víctimas de la Violencia en Córdoba (Comfavi) quien debe tener acompañamiento 

constante de un escolta para la realización de sus actividades diarias.  

Estas situaciones ilustran la estrategia actual de los GAO de socavar por medio del 

terror las bases de las organizaciones de víctimas y sus liderazgos, con el objetivo 

de entorpecer las iniciativas por los derechos de restitución de tierras despojadas 

o abandonadas en ocasión al conflicto armado, que puedan desarrollarse desde 

el orden comunitario o individual. Uno de los efectos a considerar es la coacción 

para interrumpir las iniciativas y procesos desarrollados por las organizaciones que 

representan estos liderazgos.  
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5. HALLAZGOS MÁS RELEVANTES

En ésta región han hecho presencia las guerrillas del EPL, las FARC, el ELN, 

además de las AUC y diferentes bacrim lo que ha generado un mayor nivel de 

complejidad de los enfrentamientos y el uso de la violencia extrema por su dominio. 

El sur de Córdoba ha sido especialmente atractivo por ofrecer condiciones 

funcionales al fortalecimiento y expansión de la economía criminal y que abarcan, 

desde una accidentada geografía, amplios territorios sin presencia del Estado, 

múltiples corredores (troncales, vías terciarias, variedad de ríos y salidas al mar). Un 

deterioro de la institucionalidad local reflejado en la poca legitimidad de autoridades 

locales y representantes políticos por problemas de ineficiencia y de un extenso e 

histórico fenómeno de cooptación a través del dominio sobre las elecciones y de 

candidatos alineados a sus beneficios, por parte de los grupos armados organizados 

particularmente, las AUC. Por lo anterior, este ha sido por décadas un territorio 

controlado por el interés de los GAO, donde como lo afirmaron de manera reiterada 

las personas y líderes consultados, la ley y el interés común no han tenido acogida y 

además se cumple de manera elocuente, lo que ex vicepresidente Gustavo Bell dijo 

hace algunos años cuando expresó que “Colombia tiene más geografía que Estado” 

(García Villegas, M., & Revelo Rebolledo, pág. 22).

Un elemento sustancial fue la postura encontrada entre operadores y líderes según 

la cual el paramilitarismo sigue vigente en la región, así las llamen bacrim y estén 

representadas en el territorio por el clan del Golfo, porque para ellos se trata solo 

de un cambio de mando detrás del cual, actualmente se encuentra Don Berna. El 

elemento central de tal afirmación es la existencia de una cultura del paramilitarismo 

que en ciertas zonas está muy arraigada y se identifica por expresiones de añoranza 

como “con Mancuso estábamos mejor”. Este es un hallazgo importante porque 

explica el temor que tienen las personas frente al riesgo de aceleración de la violencia 

y el fortalecimiento de los grupos de derecha, que amenazarían con reproducir las 

épocas de terror (masacres, asesinatos selectivos y crímenes sexuales) vividas por 

las comunidades durante el proceso de entrada y consolidación de las AUC en el 

territorio. En esa medida, el problema reviste un nivel de complejidad que va más allá 

de la sola consideración del incremento de las disputas por el control del territorio 

dejado por las FARC, en caso de su desmovilización, debido a que podría incluir el 

carácter contrainsurgente, donde no solo estarían en riesgo los desmovilizados, sino 

también las comunidades por sospecha de apoyo, pertenencia o simpatía con la 

guerrilla. 

El deterioro institucional unido a la presencia de grupos armados organizados ha 

creado una situación de franca desconfianza de la comunidad hacia sus mandatarios, 

la fuerza pública y el sistema de justicia, por varias razones:  

i)	 Percepción de las regalías como un botín para defraudar, donde la creación de 

manera fraudulenta del municipio de San José de Uré es el ejemplo más evidente. 

Como entidad territorial, pasó a manejar directamente cuantiosos recursos que 
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han sido depredados por funcionarios locales ya investigados penalmente por 

los delitos de concierto para delinquir y su relación con las bacrim. Además de la 

histórica infiltración de las AUC en la política regional y local, a través del control 

de las elecciones (clientelismo armado y financiado) y de alianzas con políticos, 

fenómeno que para los entrevistados no es muy diferente a lo que se presenta 

actualmente por la capacidad militar y de infiltración que tiene el clan del Golfo 

en el territorio.

ii)	 Fenómeno de tolerancia o connivencia ya sea por corrupción o amenazas a 

algunos miembros de la fuerza pública, incluida la Policía Nacional. Operadores 

de justicia y personas de la comunidad creen que el contacto que tienen de 

manera permanente con lo más duro del crimen y la delincuencia los expone a 

riesgos de corrupción y los convierte, en un eslabón más para la ampliación de 

la economía criminal.

iii)	Operadores de justicia judicial en posición de riesgo a la influencia de las 

bacrim, de ahí las denuncias, investigaciones y fallos judiciales adelantados 

contra jueces y fiscales por favorecimiento a los integrantes de las bandas, y 

parcialidad en favor de políticos o reconocidos personajes con poder regional. 

La situación es muy difícil porque también hay que considerar que algunas 

omisiones o fallos judiciales podrían estar motivados no por soborno, sino por 

amenazas de los grupos armados organizados sobre la seguridad del operador 

de justicia. 

La falta de capacidad del sistema de justicia judicial para investigar y sancionar los 

delitos de alto impacto por los significativos índices de impunidad, ha generado un 

ambiente de inseguridad al actuar como estímulo para la criminalidad y la violencia. 

No solo se trata de restricciones derivadas de la presencia del conflicto armado 

por los problemas de orden público que impiden el abordaje de la investigación, el 

riesgo de amenazas sobre jueces,  fiscales  y CTI, sino también de inoperancia y falta 

de voluntad para asumir las funciones y responder. El otro problema es el carácter 

altamente coactivo del miedo que anula la posibilidad de denuncia o de contar con 

un testigo porque no existen procedimientos formales y seguros de protección, lo 

que se ha convertido en un incentivo perverso para el victimario que va a tener muy 

pocas probabilidades de captura y condena. ¿Se puede hablar de congestión en 

los despachos de justicia judicial? indudablemente no. La evidencia es que para los 

delitos penales hay serias restricciones para su investigación porque la probabilidad 

de denuncia y contar con testigos es muy reducida, a lo que se suman la ineficiencia 

que presentan algunos despachos por lo que los casos penales contarían más como 

procesos condenados a ser archivados, que a vinculaciones formales de imputados. 

La oferta de justicia por parte de las FARC y el clan del Golfo es amplia, pero 

con algunas diferencias en el para qué y el cómo para enfrentar y dar solución a 

la conflictividad doméstica y los delitos de alto impacto.  Para la comunidad que 

vive en su zona de influencia ellos son la ley, la seguridad y la justicia y ofrecen 
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mayor confianza porque su justicia es rápida, con mano dura,  por las vías de hecho 

y con alta capacidad de regulación y sometimiento por la ejecución de castigos 

que comportan humillación y vergüenza. Este fenómeno no solo ha generado, 

lamentablemente, entre la comunidad una gran tolerancia hacia la aplicación de 

mecanismos intimidantes y violentos para la regulación de las conductas, sino 

también una idea distorsionada de lo que es justo en justicia. El reto de posicionar 

la justicia formal como una opción a considerar entre las personas, exige no solo 

un proceso sostenido de educación y capacitación a las comunidades y sus líderes, 

sino también obliga de manera concomitante una respuesta oportuna, cercana y 

eficiente del sistema de justicia local para cambiar el referente de esa ‘otra justicia’ 

y sacarla de ‘competencia’.

¿Qué esperan en la región de la justicia formal en el postconflicto? Para todas las 

personas, operadores y líderes consultados, la administración de justicia tiene un 

papel relevante en la construcción de paz, el problema es que no tiene las condiciones 

para responder en este complejo escenario, por la conflictividad social, los delitos de 

todo orden que se van a presentar y la escalada de violencia asociada a la disputa 

por el territorio y el control sobre las rentas de la economía criminal. Las personas le 

apuestan a la paz, pero a la vez perciben un Estado débil para garantizar en justicia 

el restablecimiento real de los derechos que han sido afectados por el conflicto 

armado y en seguridad, la protección de la población civil, los desmovilizados, 

reclamantes de tierras, líderes e indígenas y los operadores del sistema de justicia, 

particularmente en el tema de tierras. En ese sentido es incuestionable el temor y la 

preocupación que expresan las comunidades frente al riesgo de que, un territorio ya 

liberado de la guerrilla de las FARC quede bajo la condición de territorio en disputa 

y dominado por otro actor armado organizado, de ahí la necesidad apremiante 

por acciones sostenidas que generen resultados y permitan la recuperación de la 

legitimidad y confianza en el Estado y su sistema de justicia. Para la comunidad el 

derecho a una justicia efectiva incluye la investigación, el esclarecimiento de los 

hechos, el juzgamiento y la aplicación de la pena al responsable del delito en un 

término razonable, no contempla como opción, la impunidad. 
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